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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, veinticinco (25) de abril de dos mil veintidós (2022) 

                                                   

AUTO NO:                         603 

RADICACIÓN: 25307-33-33-002-2022-00080-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE:                   YASMÍN YICELA HERNÁNDEZ  

DEMANDADOS:               E.S.E. HOSPITAL PEDRO LEÓN ÁLVAREZ DÍAZ DE LA MESA 

 

El Despacho ADMITE la demanda de la referencia al observar que reúne los requisitos 

mínimos legales. En consecuencia, atendiendo a lo preceptuado en el Decreto 

Legislativo No. 806 de 4 de junio de 20201 y el Acuerdo PCSJA20-11567 del 5 de junio 

de 20202, se dispone: 

 

1. NOTIFÍQUESE el presente proveído a la parte demandante mediante anotación en 

estado electrónico, conforme al artículo 9 del Decreto Legislativo No 806 de 

20203, en concordancia con el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 de 

20204. 

 

2. NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al (i) Representante legal de la E.S.E. Hospital Pedro 

León Álvarez Díaz de La Mesa o a su delegado, ii) al Agente del Ministerio Público 

y (iii) al Director General de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 

a través de mensaje dirigido al buzón electrónico dispuesto para notificaciones 

judiciales, en la forma señalada en el artículo 8 del Decreto Legislativo No 806 de 

20205, en concordancia con el canon 199 de la Ley 1437 de 2011 (modificado 

por el precepto 48 de la Ley 2080/21). 

 

3. CÓRRASE TRASLADO de la demanda por el término de treinta (30) días, de 

conformidad con lo señalado en el artículo 172 de la Ley 1437 de 2011; término 

                                                           
1 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 
los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y 
Ecológica.”. 
2 “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”. 
3 “Artículo 9. Notificación por estado y traslados. Las notificaciones por estado se fijarán virtualmente, 
con inserción de la providencia, y no será necesario imprimirlos, ni firmarlos por el secretario, ni dejar 
constancia con firma al pie de la providencia respectiva. (…)  
Los ejemplares de los estados y traslados virtuales se conservarán en línea para consulta permanente 
por cualquier interesado.” /se destaca/. 
4 “Artículo 29.  Publicación de contenidos con efectos procesales. Los despachos judiciales del país 
podrán publicar notificaciones, comunicaciones, traslados, avisos y otras publicaciones con efectos 
procesales en el portal Web de la Rama Judicial.” /se destaca/.  
5 “Artículo 8. Notificaciones personales. Las notificaciones que deban hacerse personalmente también 
podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección 
electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío 
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que comenzará a correr conforme al artículo 8 (inciso 3º) del Decreto Legislativo 

No 806 de 20206, concordante con el canon 199 de la Ley 1437 de 2011 

(modificado por el precepto 48 de la Ley 2080/21). 

 

4. INFÓRMESE al representante legal de la entidad demandada que, al tenor de lo 

dispuesto en el numeral 4º y parágrafo 1º del artículo 175 del C.P.A.C.A., 

debe aportar durante el término del traslado de la demanda, el expediente 

administrativo que contenga los antecedentes del acto administrativo acusado; el 

incumplimiento de este deber legar constituye falta disciplinaria gravísima por 

parte del funcionario del asunto.  

 

Deberá enviar los documentos referidos al correo electrónico del Despacho 

jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co en formato PDF (en virtud del contenido 

de los artículos 2 del Decreto Legislativo No. 806 de 20207 y 28 del Acuerdo 

PCSJA20-11567 de 20208). 

 

5. SE REQUIERE a todos los sujetos procesales para que, si no lo han hecho, informen 

sus direcciones de correo electrónico personales mediante memorial dirigido al 

correo institucional distinguido en el numeral 4 precedente, debiendo los 

apoderados judiciales indicar aquella con la que se encuentran inscritos en el 

Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a 

                                                           
de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán 
por el mismo medio.” /se destaca/.  
6 “Artículo 8. Notificaciones personales. (…) 
La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles siguientes al 
envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación.” /se 
destaca/.  
7 “Artículo 2. Uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones. Se deberán utilizar las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales 
y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, como también proteger a los 
servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, audiencias y diligencias y se permitirá 
a los sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales disponibles, 
evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o similares, que no sean estrictamente necesarias. 
Por tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, presentaciones personales 
o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en medios físicos.” /se destaca/ 
8 “Artículo 28.  Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los jueces y magistrados 
utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las actuaciones, comunicaciones, 
notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes 
actuar en los procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir 
formalidades presenciales innecesarias. 
Los memoriales y demás comunicaciones podrán ser enviados o recibidos, por el despacho, partes, 
apoderados e intervinientes, por correo u otro medio electrónico evitando presentaciones o 
autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.  
De preferencia se usará el formato PDF para los documentos escritos enviados o recibidos por medios 
electrónicos, usando algún mecanismo de firma para identificar al autor o emisor del documento e 
identificándolo con el número del radicado del proceso cuando corresponda.” /se destaca/ 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
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lo prescrito en los artículos 3 del Decreto Legislativo No. 806 de 20209 y 13 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 202010. 

 

6. Por reunir los requisitos de ley se reconoce personería al abogado RAFAEL ANTONIO 

REYES GARCÍA, identificado con C.C. Nº 79.133.866 y T.P. Nº 285.751 del C.S.J., 

para actuar conforme al poder conferido por la parte actora /pp. 10-11, PDF 

‘005 Anexo3’/. 

 
 

NOTIFÍQUESE 

 

-FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE- 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRÍGUEZ 

JUEZ 

 

 

                                                           
9 “Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y 
diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial 
competente, y a todos los demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del 
proceso o trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que 
realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las actuaciones y desde estos 
se surtirán todas las notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal. Es deber de los sujetos 
procesales, en desarrollo de lo previsto en el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, 
comunicar cualquier cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las notificaciones se sigan 
surtiendo válidamente en la anterior.  
Todos los sujetos procesales cumplirán los deberes constitucionales y legales para colaborar 
solidariamente con la buena marcha del servicio público de administración de justicia. La autoridad 
judicial competente adoptará las medidas necesarias para garantizar su cumplimiento.” /se destaca/. 
10 “Artículo 31.  Correos electrónicos de abogados.  Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los 
procesos judiciales o administrativos deberán suministrar la dirección de correo electrónico para 
recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados litigantes inscritos en el Registro Nacional de 
Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o actualizar su cuenta de correo 
electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a través de la Unidad de 
Registro Nacional de Abogados.” /se destaca/ 



Firmado Por:

 

 

Juan Felipe Castaño Rodriguez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

02

Girardot - Cundinamarca

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: fd1c1c7159d32c098cba880d69d88e52c67005ba6b236d45c7702e1c04dfb41d

Documento generado en 25/04/2022 02:38:39 PM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, veinticinco (25) de abril de dos mil veintidós (2022) 

                                                   

AUTO NO:                         605 

RADICACIÓN: 25307-33-33-002-2022-00081-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:                   JOSÉ DAVID LEAL CARDOZO 

DEMANDADOS:               SER AMBIENTAL S.A. E.S.P. Y SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS 

PÚBLICOS DOMICILIARIOS 

 

El asunto de la referencia, correspondió primeramente por reparto al Juzgado Cuarto 

Civil Municipal de Girardot /ver archivo PDF ‘002 ActaReparto’/, Estrado Judicial 

que, atendiendo a la naturaleza del asunto, declaró su falta de jurisdicción y ordenó 

remitir la actuación a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Girardot 

/archivo PDF ‘006 Auto’ del expediente digital /.  

 

Por reparto correspondió a este Despacho conocer del proceso de la referencia. Por 

lo anterior, AVÓCASE CONOCIMIENTO de la controversia sub examine. 

 

Una vez analizada la demanda de la referencia se observa que la misma no cumple 

con todos los requisitos legales para su admisión, razón por la cual, de conformidad 

con el artículo 170 de la Ley 1437 de 2011, se le CONCEDE a la parte actora un 

término de DIEZ (10) DÍAS para CORREGIR la demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho en los siguientes aspectos: 

 
1. Deberá presentar la demanda por intermedio de mandatario judicial, esto es, 

acreditando en debida forma el derecho de postulación conforme a lo dispuesto 

en el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011 y el precepto 73 del Código General 

del Proceso. 

 

2. Deberá indicar claramente la súplica de restablecimiento del derecho perseguido. 

 
3. Deberá relacionar la estimación razonada de la cuantía, ello en virtud del artículo 

162 numeral 6 de la Ley 1437 de 2011. 

 

4. Deberá acreditar el agotamiento del requisito de procedibilidad establecido en el 

artículo 161 numeral 1 de la Ley 1437 de 2011, modificado por la Ley 2080 de 

2021. 

 

5. Deberá aportar la constancia de publicación, comunicación o notificación de los 

actos administrativos cuya nulidad depreca, ello en virtud del artículo 166 

numeral 1 de la Ley 1437 de 2011. 
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6. Deberá acreditar el envío por medio electrónico o físico de copia de la demanda, 

sus anexos y la corrección de la demanda a la entidad demandada, tal y como lo 

exige el numeral 8 del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, que fue adicionado 

por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021. 

 

7. Deberá integrar la demanda con la corrección en un solo escrito, debiéndola 

remitir al correo electrónico del Despacho 

jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co en formato PDF (en virtud del 

contenido de los artículos 2 del Decreto Legislativo No. 806 de 20201 y 28 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 20202). 

 
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

-FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE-  

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRÍGUEZ 

JUEZ 

 

                                                           
1 “Artículo 2. Uso de ¡as tecnologías de la información y ¡as comunicaciones. Se deberán utilizar las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales  
y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, como también proteger a los 
servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, audiencias y diligencias y se permitirá 
a los sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales disponibles, 
evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o similares, que no sean estrictamente necesarias. 
Por tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, presentaciones personales 
o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en medios físicos.” /se destaca/ 
2 “Artículo 28.  Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los jueces y magistrados 
utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las actuaciones, comunicaciones, 
notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes 
actuar en los procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir 
formalidades presenciales innecesarias. 
Los memoriales y demás comunicaciones podrán ser enviados o recibidos, por el despacho, partes, 
apoderados e intervinientes, por correo u otro medio electrónico evitando presentaciones o 
autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.  
De preferencia se usará el formato PDF para los documentos escritos enviados o recibidos por medios 
electrónicos, usando algún mecanismo de firma para identificar al autor o emisor del documento e 
identificándolo con el número del radicado del proceso cuando corresponda.” /se destaca/ 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co


Firmado Por:

 

 

Juan Felipe Castaño Rodriguez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

02

Girardot - Cundinamarca

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: bb104ec1f5ecc761f71812b5173db35facac7d4808e1fc2e383a94380b082322

Documento generado en 25/04/2022 02:38:40 PM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, veinticinco (25) de abril de dos mil veintidós (2022) 

                                                   

AUTO:                                               606 

RADICACIÓN:                25307-33-33-002-2022-00078-00 

PROCESO:                                         REPARACIÓN DIRECTA 

DEMANDANTE:                                ANDRES ORLANDO SERRANO MONTEALEGRE Y OTROS1 

DEMANDADO:                                 NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL 

 

Una vez analizada la demanda de la referencia se observa que la misma no cumple 

con todos los requisitos legales para su admisión, razón por la cual, de conformidad 

con el artículo 170 de la Ley 1437 de 2011, se le CONCEDE a la parte actora un 

término de DIEZ (10) DÍAS para CORREGIR la demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho en los siguientes aspectos: 

 

1. Deberá acreditar el agotamiento del requisito de procedibilidad establecido en el 

artículo 161 numeral 1 de la Ley 1437 de 2011, modificado por la Ley 2080 de 

2021. 

 

2. Deberá acreditar el envío por medio electrónico o físico de copia de la demanda, 

sus anexos y la corrección de la demanda a la entidad demandada, tal y como lo 

exige el numeral 8 del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, que fue adicionado 

por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021. 

 

3. Deberá integrar la demanda con la corrección en un solo escrito, debiéndola 

remitir al correo electrónico del Despacho 

jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co en formato PDF (en virtud del 

contenido de los artículos 2 del Decreto Legislativo No. 806 de 20202 y 28 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 20203). 

 

                                                           
1 Ana Sofía Serrano Correales, Orlando Serrano Vargas, Luisa Montealegre Ospina y Ximena Serrano 
Montealegre. 
2 “Artículo 2. Uso de ¡as tecnologías de la información y ¡as comunicaciones. Se deberán utilizar las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales  
y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, como también proteger a los 
servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, audiencias y diligencias y se permitirá 
a los sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales disponibles, 
evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o similares, que no sean estrictamente necesarias. 
Por tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, presentaciones personales 
o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en medios físicos.” /se destaca/ 
3 “Artículo 28.  Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los jueces y magistrados 
utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las actuaciones, comunicaciones, 
notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes 
actuar en los procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir 
formalidades presenciales innecesarias. 
Los memoriales y demás comunicaciones podrán ser enviados o recibidos, por el despacho, partes, 
apoderados e intervinientes, por correo u otro medio electrónico evitando presentaciones o 
autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.  

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
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4. Por reunir los requisitos de ley se reconoce personería al abogado LEONIDAS TORRES 

LUGO, identificado con C.C. Nº 19.497.104 y T.P. Nº 37.965 del C.S.J., para actuar 

conforme a los poderes conferidos por la parte actora /pp. 21-27, PDF ‘002 

DemandaAnexos’/. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

-FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE-  

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRÍGUEZ 

JUEZ 

 

                                                           
De preferencia se usará el formato PDF para los documentos escritos enviados o recibidos por medios 
electrónicos, usando algún mecanismo de firma para identificar al autor o emisor del documento e 
identificándolo con el número del radicado del proceso cuando corresponda.” /se destaca/ 



Firmado Por:

 

 

Juan Felipe Castaño Rodriguez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

02

Girardot - Cundinamarca

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: f373cddf67da844ec081db17c5f6cf76c9376dd5f189d1bf65b9e274e0bfdb7f

Documento generado en 25/04/2022 02:38:41 PM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, veinticinco (25) de abril de dos mil veintidós (2022) 

                                                   

AUTO NO:   609 

RADICACIÓN:   25307-33-33-002-2021-00036-00 

PROCESO:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - LABORAL  

DEMANDANTE: WILLINAY MONTES OLAYA  

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL 

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir la solicitud de medida cautelar formulada por la parte 

actora, consistente en la suspensión provisional del acto administrativo enjuiciado.  

 

2. ANTECEDENTES 

 

LA DEMANDA /Archivo PDF ‘006 subsanacion’ - carpeta C1PRINCIPAL del expediente 

digital/ 

 

Pretende la parte demandante de manera principal se declare la nulidad del Oficio 

No. 20183170081921 del 18 de enero de 2018, que denegó el reconocimiento de la 

diferencia salarial del 20%1.    

 

En subsidio, a) con fundamento en la excepción la excepción de inconstitucionalidad, 

se inaplique el acto administrativo demandado, dando aplicación directa a los 

artículos 13, 25, 53 y 209 de la Constitución Política; y b) con fundamento en la 

excepción de convencionalidad, se inaplique el acto administrativo demandado, 

dando aplicación directa a los artículos 1, 2, 23 y 24 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos2. 

 

En consecuencia, a título de restablecimiento del derecho, solicita (i) se declare la 

realización por parte del demandante de las mismas funciones de un soldado 

profesional que se desempeñó como soldado voluntario, (ii) el reconocimiento y pago 

de la diferencia salarial del 20% dejada de percibir (iii) la reliquidación de todas las 

prestaciones sociales y factores salariales, a partir del salario básico conformado por 

el salario mínimo aumentado al 60%, desde el ingreso hasta que se surta el pago;(iv) 

la indexación de la condena y el pago de intereses; (v) se condene en costas; y (iii) se  

ordene el cumplimiento de la sentencia en los términos establecidos en el artículo 

192 y siguientes del CPACA.       

 

                                                 
1 Archivo PDF ‘002 demanda’ pág. 16 -carpeta C1PRINCIPAL del expediente digital. 
2 Es de destacar que en subsanación de la demanda se desistió de la pretensión 1.4 “En caso de existir 
acto administrativo físico se declare su nulidad también”, archivo PDF ‘006 subsanación’ pág. 1 carpeta 
C1PRINCIPAL del expediente digital 
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FUNDAMENTOS FÁCTICOS. 

 

Refiere en síntesis, fue incorporado al Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de 

Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares como soldado profesional, en virtud 

del Decreto 1793 del 2000, cumpliendo las mismas funciones que desempeñan los 

soldados profesionales que se incorporaron como voluntarios, sin embargo, el salario 

básico de estos últimos corresponde a un salario mínimo mensual vigente 

incrementado en un 60%, mientras que el salario del actor tan solo es incrementado 

en un 40%, situación que en sentir de la parte actora, discrimina a los soldados 

profesionales que no se incorporaron previamente como soldados voluntarios. 

 

NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN. 

 

La parte actora invocó como normas violadas los artículos 1, 4, 5, 13, 25, 29, 53, 93, 

94, 125 y 217 constitucionales; Convención Americana sobre Derechos Humanos: 

artículos 1, 2, 23 y 24; Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, 

artículo 7; Carta Internacional Americana de Garantías Sociales o Declaración de los 

Derechos Sociales del Trabajador: artículo 24, Declaración Universal de Derechos 

Humanos artículo 7 y la Ley 1437 de 2011: artículo 134.  

 

En ese sentido, invoca como causal de nulidad la infracción de las normas en que 

debería fundarse y violación al principio de igualdad, para señalar que efectivamente 

existen condiciones diferentes respecto al régimen salarial, pues sus miembros se 

encuentran cobijados por una norma especial, no obstante, considera que la 

diferencia en el pago de los salarios con aquellos que realizan las mismas funciones, 

vulnera los principios y derechos fundamentales a la igualdad, a la carrera 

administrativa, el trabajo igual salario igual, la realidad sobre las formas, la dignidad 

humana, el debido proceso, el mínimo vital y el enriquecimiento sin causa3.  

 

LA SOLICITUD DE LA MEDIDA CAUTELAR4. /Archivo PDF ’003 MEDIDACAUTELAR’ pág. 1 

Carpeta ‘C1Principal’ del expediente digital/. En escrito separado, solicita la parte 

demandante:  

 

“(…) me permito de forma respetuosa presentar ante su despacho, 

demanda de ESCRITO DE SOLICITUD DE MEDIDAS CAUTELARES, en contra del 

EJÉRCITO NACIONAL-MINISTERIO DE DEFENSA NACIÓN, de acuerdo a los 

siguientes términos: 

1. De forma respetuosa solicito al despacho proferir medida cautelar de 

suspensión del acto administrativo, para cada uno de los actos que en la 

presente demanda se enjuician.  

2. De igual forma, solicito se profiera medida cautelar de carácter 

patrimonial, a favor de WILLINAY MONTES OLAYA, identificado con 

cédula de Ciudadanía 14.193.231 de Planadas en la cual se ordene el 

pago provisional de cada una de las mesadas de los derechos aquí 

demandados”.  

                                                 
3 Como parte de la argumentación también se invoca discriminación frente al reconocimiento del subsidio 
familiar. Aspecto sobre el cual se reitera, asume como uso de formato por cuanto este aspecto no fue 
materia de la solicitud de reconocimiento, ni fue objeto de formulación de las pretensiones.  
4 Precisa el Despacho sobre la solicitud de medida cautelar, que si bien en el escrito de subsanación de la 
demanda se indicó: “LE RUEGO AL DESPACHO TENER COMO DESISTIDAS LAS MEDIDAS 
CAUTELARES SOLICITADAS”. En atención a que en este estadio procesal la parte demandante al 
integrar en un solo escrito la demanda inicial, insiste en su solicitud de medida cautelar se procederá a 
emitir pronunciamiento de fondo sobre el particular, en garantía del derecho de acceso a la 
administración de justicia. 
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TRÁMITE DADO A LA SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR. 

 

De la petición de medida cautelar se corrió traslado mediante proveído visible en 

archivo PDF “002 1926nr21036EjercitoTraslMedida’ -Carpeta C2 MEDIDACAUTELAR 

del expediente digital. 

 

De esta manera, la parte demandada se pronunció sobre la medida cautelar solicitada 

/Archivo PDF “009 ContestacionMedidaCautelar’ -Carpeta C2 MEDIDACAUTELAR del 

expediente digital/, presentando oposición a la medida cautelar al señalar que la 

parte actora no realizó ningún pronunciamiento sobre los motivos por los cuales 

impetraba dicha solicitud, las normas que servían como sustento para ello y tampoco 

indicó los actos administrativos censurados o que pretende sean suspendidos. 

 

En virtud de lo anterior, solicita no se acceda a la medida cautelar por carecer de 

fundamento para su decreto y por no existir una vulneración que pueda ser advertida 

en este momento con fundamento en lo establecido en el artículo 231 de la Ley 1437 

de 2011.  

 

CONSIDERACIONES 

 

En síntesis, logra entender el Despacho que la parte demandante solicita se suspenda 

provisionalmente los efectos del Oficio No. 20183170081921 del 18 de enero de 

2018, que negó el reajuste salarial del 20%.  

 

Al respecto, la parte actora no presentó argumento alguno en la solicitud de medida 

cautelar para sustentar la misma, por lo que el Despacho estudiará la solicitud con 

fundamento en las consideraciones consignadas en el libelo demandador -acápite 

denominado “CONCEPTO DE VIOLACIÓN POR NULIDAD” /Archivo PDF ‘006 subsanación’ 

pág. 9 y siguientes – carpeta C1PRINCIPAL del expediente digital/. 

 

PREMISA NORMATIVA Y JURISPRUDENCIAL ASOCIADA A LA MEDIDA CAUTELAR DEPRECADA. 

 

El propósito de las medidas cautelares es proteger y garantizar provisionalmente el 

objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, conforme se provee en el artículo 

229, capítulo XI de la Ley 1437 de 2011. 

 

Dicha normativa establece que, antes de notificar el auto admisorio de la demanda o 

en cualquier estado del proceso, el demandante puede presentar solicitud de medida 

cautelar, y el juez deberá decretar aquellas que estime procedentes y necesarias para 

garantizar de manera provisional el objeto del proceso. 

 

Para el efecto, la Ley 1437 de 2011 incluyó en su artículo 230 una amplia tipología 

de medidas cautelares, dentro de las cuales se encuentra la que con anterioridad 

había previsto el derogado Decreto 01 de 1984, consistente en la suspensión 

provisional del acto administrativo demandado; la norma en mención consagra: 

 

“Artículo 230. Contenido y alcance de las medidas cautelares. Las 

medidas cautelares podrán ser preventivas, conservativas, anticipativas o 

de suspensión, y deberán tener relación directa y necesaria con las 

pretensiones de la demanda. Para el efecto, el Juez o Magistrado Ponente 

podrá decretar una o varias de las siguientes medidas:  
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(…) 3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo” 

 

De otro lado, el artículo 231 ibídem, establece los requisitos de procedencia de las 

medidas cautelares, veamos: 

 

“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando 

se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión 

provisional de sus efectos procederá por violación de las disposiciones 

invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito 

separado, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su 

confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del 

estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente 

se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de 

perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los 

mismos (…)” /Subrayas y negrillas fuera de texto/ 

 

Así las cosas, para poder decretar la suspensión de los actos administrativos, se 

requiere no solamente realizar una confrontación de las normas invocadas como 

transgredidas, sino que también se deben estudiar las pruebas allegadas con la 

solicitud de medida cautelar.  

 

Al respecto, el Consejo de Estado ha analizado las medidas cautelares en el marco de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta las novedades que incluyó esta normativa y 

delimitando el alcance del estudio que debe realizar el Juez al momento de decidir 

sobre una solicitud de medida cautelar, así5: 

 

“Como lo destacó esta Corporación en un pronunciamiento anterior 

proferido en el marco de la nueva normatividad establecida en el CPACA 

(Ley 1437 de 2011), para la suspensión provisional se prescindió de la 

“manifiesta infracción” hasta allí vigente y se interpretó que, “la nueva 

normativa presenta una variación significativa en la regulación de esta 

figura, por cuanto la norma obliga al juez administrativo a realizar el 

análisis entre el acto y las normas invocadas como transgredidas y a 

estudiar las pruebas allegadas con la solicitud”5. Esta es una reforma 

sustancial, si se tiene en cuenta que ello habilita al juez a realizar un 

estudio no simplemente superficial de la solicitud de la medida sino que 

incluye la apreciación de las pruebas aportadas al efecto. Todo esto, 

lógicamente, sin incurrir en una valoración de fondo más propia de la 

fase de juzgamiento que de este primer momento del proceso; ya que, 

conforme lo estatuido por el artículo 229 CPACA en su inciso 2º, “la 

decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento”. 

 

Debe puntualizarse que en relación con la solicitud de suspensión transitoria de los 

efectos de una o varias declaraciones administrativas, no es menester analizar el 

cumplimiento de los demás requisitos señalados en los numerales 1 a 4 del citado 

canon 231 de la Ley 1437 de 2011, pues bien en su 2º inciso (siguiente al apartado 

normativo transcrito en líneas previas), al señalar el legislador que “En los demás 

casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran los siguientes 

                                                 
5 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. subsección A. Consejero 
ponente: Dr. GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN. Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de 
dos mil trece (2013). Radicación número: 11001-03-25-000-2012-00491-00(1973-12). 
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requisitos (…)” /Se destaca/, se extrae que tales exigencias solo se deben verificar en 

relación con medidas cautelares distintas a la suspensión de los efectos de un acto 

administrativo. 

 

En este orden de exposición, dado que esta figura busca dejar en suspenso y de forma 

transitoria la presunción de legalidad del acto, previo a una decisión definitiva dentro 

del proceso respectivo y sin que el Juez deba realizar un análisis de mérito sobre el 

asunto planteado, en todo caso ha de evidenciarse la transgresión que el acto 

administrativo materializa sobre las normas invocadas. Al respecto el H. Consejo de 

Estado expuso: 

 

“…Como lo tiene decantada la jurisprudencia de esta Corporación, la 

suspensión provisional de los actos administrativos, prevista como 

medida cautelar en el artículo 231 del CPACA, fue concebida para evitar 

que las decisiones de las autoridades manifiestamente ilegales puedan 

producir o continuar produciendo efectos, mientras sobreviene el fallo de 

fondo que los retire del ordenamiento jurídico, si resultan ciertos los 

argumentos de la demanda; de igual manera, se ha precisado que la 

medida implica desvirtuar de manera transitoria y anticipada la 

presunción de legalidad que acompaña los actos de la administración, es 

decir, que se constituye como juicio previo que conduce a negar aquella 

presunción. Por lo anterior, para desvirtuar tal presunción, es imperativo 

demostrar que la trasgresión del ordenamiento surge de la sola 

descripción de lo que mandan o prohíben las normas superiores y el 

contenido del acto acusado, de cuyo cotejo debe aparecer de modo nítido, 

directo y evidente que la aplicación de este, pugna con la vigencia de la 

norma de orden superior; empero, si para verificar los supuestos que 

soportan la solicitud de suspensión provisional es necesario hacer algún 

tipo de análisis que implique elaboradas deducciones, ya no procede la 

medida cautelar pues debe privilegiarse la presunción de legalidad propia 

de los actos de la administración, lo que sin más implica que, de no ser 

evidente la violación al ordenamiento jurídico, debe reservarse su 

decisión para la sentencia de fondo, previo el estudio cuidadoso de todo 

el acervo probatorio vertido al plenario por las partes…”6 /Resaltado y 

subrayas son del Despacho/. 

 

Y en pronunciamiento efectuado por el H. Consejo de Estado el cinco (5) de julio de 

2017 (C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa), en el proceso radicado 11001-03-

26-000- 2017-00083-00(59493), expuso el Alto Tribunal: 

 

“3.1.- Las medidas cautelares en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

3.1.1.- Los artículos 229 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 consagran 

un amplio y novedoso sistema de medidas cautelares en el procedimiento 

contencioso administrativo que son aplicables en aquellos casos en que se 

consideren “necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el 

objeto del proceso y la efectividad de la sentencia”, conforme a las notas 

                                                 
6 5 H. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A; 
providencia de veintitrés (23) de julio de dos mil catorce (2014). Rad. 68001-23-33-000-2013- 0221-
01(3531-13), Consejero ponente: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. 
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del mismo artículo, de donde se infiere que la institución cautelar es una 

manifestación legislativa concreta de la garantía de efectividad del 

derecho al acceso a la administración de justicia78; comoquiera que se 

busca evitar que la duración del proceso afecte a quien que acude a la 

jurisdicción, a tal punto que para el momento de obtener una decisión 

favorable se torne en ilusorio el ejercicio del derecho reconocido, pues al 

decir de Chiovenda “la necesidad de servirse del proceso para conseguir 

la razón no debe convertirse en daño para quien tiene la razón”9 

 

3.1.2.- El anterior aserto se sustenta en que a través de la tutela cautelar 

se protege de manera provisional e inmediata una posición jurídica en 

concreto (bien sea particular o general) que es objeto de litigio ante la 

jurisdicción contenciosa administrativa y que encuentra en entredicho su 

ejercicio a plenitud en razón a la amenaza que supone, en general, la 

acción de la administración pública, bien sea a partir de una decisión, 

una acción u omisión, etc.; por citar algunas manifestaciones particulares 

del accionar de la administración. 

 

3.1.3.- Avanzando en la tipología desarrollada por el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se 

diferencia entre medidas cautelares preventivas, tendientes a operar 

como una suerte de acción impeditiva para que no se pueda consolidar 

una afectación a un derecho; conservativas que buscan mantener o 

salvaguardar un statu quo ante; anticipativas, en donde se pretende 

satisfacer por adelantado la pretensión perseguida por el demandante, 

mediante una decisión que propiamente correspondería al fallo que 

ponga fin al proceso y que se justifica en tanto que de no adoptarse se 

incurriría en un perjuicio irremediable para el actor, y de suspensión que 

corresponde a la medida tradicional en el proceso contencioso 

administrativo de privación temporal de los efectos de una decisión 

administrativa. 

 

3.1.4.- Es preciso resaltar que el Código no establece un numerus clausus 

de medidas cautelares, por el contrario, se trata de un sistema innominado 

                                                 
7 Al respecto la jurisprudencia ha sostenido que: 5.2. La Corte Constitucional ha señalado en repetidas 
oportunidades que las medidas cautelares tienen amplio sustento en el texto de la Constitución Política, 
puesto que desarrollan el principio de eficacia de la administración de justicia, son un elemento integrante 
del derecho de todas las personas a acceder a la administración de justicia y contribuyen a la igualdad 
procesal (CP arts. 13, 228 y 229). Han sido previstas como aquellos instrumentos con los cuales el 
ordenamiento protege, de manera provisional, y mientras dura el proceso, un derecho que está siendo 
controvertido dentro de ese mismo proceso, teniendo en cuenta el inevitable tiempo de duración de los 
procesos judiciales.” Corte Constitucional, Sentencia C-529 de 2009. En el mismo sentido C-490 de 2000. 
8 “4. (…) el propósito de las medidas provisionales, en los sistemas jurídicos nacionales (derecho procesal 
interno) en general, es preservar los derechos de las partes en controversia, asegurando que la ejecución 
de la sentencia de fondo no se vea obstaculizada o impedida por las acciones de aquéllas, pendente lite7. 
5. (…) en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos las medidas provisionales tienen un carácter 
no sólo cautelar, en el sentido de que preservan una situación jurídica, sino fundamentalmente tutelar, 
por cuanto protegen derechos humanos, en la medida en que buscan evitar daños irreparables a las 
personas. Siempre y cuando se reúnan los requisitos básicos de la extrema gravedad y urgencia y de la 
prevención de daños irreparables a las personas, las medidas provisionales se transforman en una 
verdadera garantía jurisdiccional de carácter preventivo7 .”. Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Resolución de 22 de septiembre de 2006. Solicitud de medidas cautelares por parte de la Comisión IDH 
respecto de la República de Colombia a favor de Mery Naranjo y otros. En el mismo sentido véase: Caso 
Del Centro Penitenciario Región Capital Yare I y Yare II (Cárcel De Yare). Medidas Provisionales. 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 30 marzo de 2006, considerando cuarto; 
Caso Del Internado Judicial De Monagas (“La Pica”). Medidas Provisionales. Resolución de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos de 13 de enero de 2006, considerando cuarto. 
9 CHIOVENDA, Giuseppe. Istituzioni di diritto processuale civile, Edit. Jovene, 1960, vol. 1. P. 147. 
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de medidas con el que se persigue adoptar unas decisiones inmediatas de 

cualquier tipo con el fin de responder a las necesidades que demande una 

situación específica; lo que se corrobora con una revisión al artículo 230 

que establece que se puede: “ordenar que se mantenga la situación…”, 

“suspender un procedimiento o actuación administrativa…”, “suspender 

provisionalmente los efectos de un acto administrativo”; hasta llegar a 

aquellas en las cuales se permite “ordenar la adopción de una decisión 

administrativa, o la realización o demolición de una obra con el objeto de 

evitar o prevenir un perjuicio o la agravación de sus efectos” y, por 

último, “impartir ordenes o imponerle a cualquiera de las partes del 

proceso obligaciones de hacer o no hacer”. 

 

3.1.5.- Por último, el Despacho pone de presente el carácter 

decididamente autónomo de la tutela cautelar a través de las 

denominadas “medidas cautelares de urgencia”, establecidas en el 

artículo 234 del Código y con las que se procura la adopción de una 

medida provisional de manera inmediata, en donde – dada la situación de 

inminente riesgo de afectación de los derechos del interesado – se 

prescinde del trámite de notificación a la contraparte y puede ordenarse 

la misma, inclusive, de manera previa a la notificación del auto admisorio 

de la demanda (conforme al artículo 229 del Código). (…) 

 

3.1.8.- Con base en la anterior jurisprudencia, cabe comprender y 

reconocer a la institución cautelar como un procedimiento autónomo al 

proceso contencioso administrativo, de ahí, entonces, que se conciba 

como una garantía efectiva y material del acceso a la administración de 

justicia. Conforme a ello, para la procedencia de las medidas cautelares 

debe tenerse en cuenta presupuestos constitucionales, convencionales y 

legales, lo que lleva a decir que al Juez Administrativo le corresponde 

remover los obstáculos eminentemente formales que llegaren a impedir 

la adopción de estas medidas en los casos en que exista una seria y 

verdadera amenaza de vulneración de derechos, bienes o intereses 

jurídicos…” /Negrillas son del Juzgado/. 

 

En este sentido, acorde a los anteriores planteamientos, procederá el Despacho a 

resolver la petición de suspensión provisional del acto administrativo acusado, 

advirtiéndose que, conforme a lo prescrito en el inciso 2° del artículo 229 de la Ley 

1437 de 2011, la decisión que sea adoptada en la presente providencia no habrá de 

implicar prejuzgamiento 

 

EL CASO CONCRETO. 

 

En el caso objeto de análisis, la solicitud de medida cautelar consiste, como se señaló 

anteriormente, es la suspensión provisional de los efectos del Oficio No. 

20183170081921 del 18 de enero de 2018, que negó el reajuste salarial del 20%10. 

    

Ahora bien, al realizar una confrontación de la solicitud de suspensión del acto 

acusado y las normas que se aducen como vulneradas, que corresponden a las citadas 

en el acápite denominado ‘IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN 

/Archivo PDF ‘006 subsanacion’ pág. 9 y siguientes – carpeta C1 PRINCIPAL del 

expediente digital/, no puede concluirse en esta primigenia etapa, la transgresión de 

                                                 
10 Archivo PDF ‘002 demanda’ pág. 16 -carpeta C1PRINCIPAL del expediente digital. 
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las normas invocadas, pues en el presente asunto, no se dan los presupuestos para 

determinar si efectivamente se ha quebrantado la normativa a la que alude el 

demandante, líneas atrás relacionadas. 

 

De esta manera, de la sola confrontación de las normas invocadas, no se puede arribar 

a la convicción de su violación que haga procedente la suspensión provisional de los 

efectos de los actos administrativos atacados, ya que en criterio del Despacho, para 

concluir que existe una contradicción, resulta indispensable analizar en conjunto las 

leyes en que se fundamentó la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL 

para expedir el acto acusado frente a los cargos de nulidad aludidos por la parte 

actora, análisis que es propio de la decisión de fondo del asunto sometido a control, 

incluida aquella asociada al pago provisional de los emolumentos que fueron negados 

por la demandada y que la parte actora denomina medida cautelar de carácter 

patrimonial. Cosa distinta, por supuesto, es la eventual nulidad que del acto 

enjuiciado se declare, lo cual únicamente es objeto de definición, se itera, en la 

sentencia que ponga fin a esta instancia. 

 

Por tal motivo, en este momento procesal no es posible determinar la existencia o no 

de la transgresión de las normas invocadas, bajo el análisis de los elementos de juicio 

que obran hasta ahora. En este orden de ideas, debe concluirse que la solicitud de 

suspensión provisional de los actos administrativos en censura no tiene vocación de 

prosperidad, razón por la cual resulta imperativo negar la medida solicitada. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Girardot, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NIÉGASE la medida cautelar solicitada por la parte actora. 

 

SEGUNDO: SE RECONOCE personería para actuar como apoderada de la NACIÓN – 

MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, a la abogada Luz Francy Boyacá Tapia, 

identificada con cédula de ciudadanía No. 52.971.244 de Bogotá y Tarjeta 

Profesional de Abogada No. 208.421 del C.S. de la J., conforme al poder que obra en 

el archivo PDF “009 ContestacionMedidaCautelar” pág. 5 del expediente digital. 

 

TERCERO: SE REQUIERE a todos los sujetos procesales para que, si no lo han hecho, 

informen sus direcciones de correo electrónico personales mediante memorial 

dirigido al correo institucional jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co, debiendo 

los apoderados judiciales indicar aquella con la que se encuentran inscritos en el 

Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a lo 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
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prescrito en los artículos 3 del Decreto Legislativo No. 806 de 202011 y 13 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 202012.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

-FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE – 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRÍGUEZ  

JUEZ 

 

                                                 
11 “Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y 
diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial 
competente, y a todos los demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del 
proceso o trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que 
realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las actuaciones y desde estos 
se surtirán todas las notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal. Es deber de los sujetos 
procesales, en desarrollo de lo previsto en el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, 
comunicar cualquier cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las notificaciones se sigan  
surtiendo válidamente en la anterior.  
Todos los sujetos procesales cumplirán los deberes constitucionales y legales para colaborar 
solidariamente con la buena marcha del servicio público de administración de justicia. La autoridad 
judicial competente adoptará las medidas necesarias para garantizar su cumplimiento.” /se destaca/. 
12 “Artículo 31.  Correos electrónicos de abogados.  Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los 
procesos judiciales o administrativos deberán suministrar la dirección de correo electrónico para 
recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados litigantes inscritos en el Registro Nacional de 
Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o actualizar su cuenta de correo 
electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a través de la Unidad de 
Registro Nacional de Abogados.” /se destaca/ 



Firmado Por:

 

 

Juan Felipe Castaño Rodriguez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

02
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, veinticinco (25) de abril de dos mil veintidós (2022) 

                                                   

AUTO NO:   624 

RADICACIÓN:   25307-33-33-002-2021-00038-00 

PROCESO:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - LABORAL  

DEMANDANTE: ALEXANDER ZABALA LÓPEZ    

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL 

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir la solicitud de medida cautelar formulada por la parte 

actora, consistente en la suspensión provisional del acto administrativo enjuiciado.  

 

2. ANTECEDENTES 

 

LA DEMANDA /Archivo PDF ‘006 subsanacion’ - carpeta C1 PRINCIPAL del expediente 

digital/ 

 

Pretende la parte demandante de manera principal se declare la existencia del acto 

ficto por medio del cual se le denegó el reconocimiento de la diferencia salarial del 

20%, que alega configurado frente al derecho de petición radicado el 19 de diciembre 

de 2017, y subsiguientemente se declare su nulidad1.    

 

En subsidio, a) con fundamento en la excepción la excepción de inconstitucionalidad, 

se inaplique el acto administrativo demandado, dando aplicación directa a los 

artículos 13, 25, 53 y 209 de la Constitución Política; y b) con fundamento en la 

excepción de convencionalidad, se inaplique el acto administrativo demandado, 

dando aplicación directa a los artículos 1, 2, 23 y 24 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos2. 

 

En consecuencia, a título de restablecimiento del derecho, solicita (i) se declare la 

realización por parte del demandante de las mismas funciones de un soldado 

profesional que se desempeñó como soldado voluntario, (ii) el reconocimiento y pago 

de la diferencia salarial del 20% dejada de percibir (iii) la reliquidación de todas las 

prestaciones sociales y factores salariales, a partir del salario básico conformado por 

el salario mínimo aumentado al 60%, desde el ingreso hasta que se surta el pago;(iv) 

la indexación de la condena y el pago de intereses; (v) se condene en costas; y (iii) se  

                                                 
1 Archivo PDF ‘006 subsanacion’ pág. 6 -carpeta C1PRINCIPAL del expediente digital. 
2 Es de destacar que en subsanación de la demanda se precisó en relación a la pretensión 1.5 “En caso de 
existir acto administrativo físico se declare su nulidad también”, /archivo PDF ‘006 subsanación’ pág. 1 
carpeta C1PRINCIPAL del expediente digital/, que la misma hace alusión a: “el caso de que haya acto 
administrativo físico, siempre presente que no fue notificado. Algunas veces la institución alega como 
expresión que no se demandó el acto físico, a pesar de que no lo ha notificado y el demandante no conoce 
tal disposición jurídica.”. 
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ordene el cumplimiento de la sentencia en los términos establecidos en el artículo 

192 y siguientes del CPACA.       

 

FUNDAMENTOS FÁCTICOS. 

 

Refiere en síntesis, fue incorporado al Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de 

Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares como soldado profesional, en virtud 

del Decreto 1793 del 2000, cumpliendo las mismas funciones que desempeñan los 

soldados profesionales que se incorporaron como voluntarios, sin embargo, el salario 

básico de estos últimos corresponde a un salario mínimo mensual vigente 

incrementado en un 60%, mientras que el salario del actor tan solo es incrementado 

en un 40%, situación que en sentir de la parte actora, discrimina a los soldados 

profesionales que no se incorporaron previamente como soldados voluntarios. 

 

NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN. 

 

La parte actora invocó como normas violadas los artículos 1, 4, 5, 13, 25, 29, 53, 93, 

94, 125 y 217 constitucionales; Convención Americana sobre Derechos Humanos: 

artículos 1, 2, 23 y 24; Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, 

artículo 7; Carta Internacional Americana de Garantías Sociales o Declaración de los 

Derechos Sociales del Trabajador: artículo 24, Declaración Universal de Derechos 

Humanos artículo 7 y la Ley 1437 de 2011: artículo 134.  

 

En ese sentido, invoca como causal de nulidad la infracción de las normas en que 

debería fundarse y violación al principio de igualdad, para señalar que efectivamente 

existen condiciones diferentes respecto al régimen salarial, pues sus miembros se 

encuentran cobijados por una norma especial, no obstante, considera que la 

diferencia en el pago de los salarios con aquellos que realizan las mismas funciones, 

vulnera los principios y derechos fundamentales a la igualdad, a la carrera 

administrativa, el trabajo igual salario igual, la realidad sobre las formas, la dignidad 

humana, el debido proceso, el mínimo vital y el enriquecimiento sin causa3.  

 

LA SOLICITUD DE LA MEDIDA CAUTELAR4. /Archivo PDF ’001 MEDIDACAUTELAR’ pág. 1 

Carpeta ‘C2 MedidaCautelar’ del expediente digital/. En escrito separado, solicita la 

parte demandante:  

 

“(…) me permito de forma respetuosa presentar ante su despacho, 

demanda de ESCRITO DE SOLICITUD DE MEDIDAS CAUTELARES, en contra del 

EJÉRCITO NACIONAL-MINISTERIO DE DEFENSA NACIÓN, de acuerdo a los 

siguientes términos: 

1. De forma respetuosa solicito al despacho proferir medida cautelar de 

suspensión del acto administrativo, para cada uno de los actos que en la 

presente demanda se enjuician.  

2. De igual forma, solicito se profiera medida cautelar de carácter 

patrimonial, a favor de ALEXANDER ZABALA LÓPEZ, identificado con 

                                                 
3 Como parte de la argumentación también se invoca discriminación frente al reconocimiento del subsidio 
familiar y la prima de actividad. Aspectos frente a los cuales se asume como uso de formato, por cuanto 
este no fue materia de la solicitud de reconocimiento, ni fue objeto de formulación de las pretensiones.  
4 Precisa el Despacho sobre la solicitud de medida cautelar, que si bien en el escrito de subsanación de la 
demanda se indicó: “LE RUEGO AL DESPACHO TENER COMO DESISTIDAS LAS MEDIDAS 
CAUTELARES SOLICITADAS”. En atención a que en este estadio procesal la parte demandante al 
integrar en un solo escrito la demanda inicial, insiste en su solicitud de medida cautelar se procederá a 
emitir pronunciamiento de fondo sobre el particular, en garantía del derecho de acceso a la 
administración de justicia. 
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cédula de Ciudadanía 3.188.681 de Suesca en la cual se ordene el pago 

provisional de cada una de las mesadas de los derechos aquí 

demandados”.  

 

TRÁMITE DADO A LA SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR. 

 

De la petición de medida cautelar se corrió traslado mediante proveído visible en 

archivo PDF “002 1927nr21038EjercitoTraslMedida’ -Carpeta C2 MEDIDACAUTELAR 

del expediente digital. 

 

De esta manera, la parte demandada se pronunció sobre la medida cautelar solicitada 

/Archivo PDF “009 ContestacionMedidaCautelar’ -Carpeta C2 MEDIDACAUTELAR del 

expediente digital/, presentando oposición a la medida cautelar al señalar que la 

parte actora no realizó ningún pronunciamiento sobre los motivos por los cuales 

impetraba dicha solicitud, las normas que servían como sustento para ello y tampoco 

indicó los actos administrativos censurados o que pretende sean suspendidos. 

 

En virtud de lo anterior, solicita no se acceda a la medida cautelar por carecer de 

fundamento para su decreto y por no existir una vulneración que pueda ser advertida 

en este momento con fundamento en lo establecido en el artículo 231 de la Ley 1437 

de 2011.  

 

CONSIDERACIONES 

 

En síntesis, logra entender el Despacho que la parte demandante solicita se suspenda 

provisionalmente los efectos del acto ficto por medio del cual se le denegó el 

reconocimiento de la diferencia salarial del 20%, que alega configurado frente al 

derecho de petición radicado el 19 de diciembre de 2017.  

 

Al respecto, la parte actora no presentó argumento alguno en la solicitud de medida 

cautelar para sustentar la misma, por lo que el Despacho estudiará la solicitud con 

fundamento en las consideraciones consignadas en el libelo demandador -acápite 

denominado “CONCEPTO DE VIOLACIÓN POR NULIDAD” /Archivo PDF ‘006 subsanación’ 

pág. 7 y siguientes – carpeta C1PRINCIPAL del expediente digital/. 

 

PREMISA NORMATIVA Y JURISPRUDENCIAL ASOCIADA A LA MEDIDA CAUTELAR DEPRECADA. 

 

El propósito de las medidas cautelares es proteger y garantizar provisionalmente el 

objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, conforme se provee en el artículo 

229, capítulo XI de la Ley 1437 de 2011. 

 

Dicha normativa establece que, antes de notificar el auto admisorio de la demanda o 

en cualquier estado del proceso, el demandante puede presentar solicitud de medida 

cautelar, y el juez deberá decretar aquellas que estime procedentes y necesarias para 

garantizar de manera provisional el objeto del proceso. 

 

Para el efecto, la Ley 1437 de 2011 incluyó en su artículo 230 una amplia tipología 

de medidas cautelares, dentro de las cuales se encuentra la que con anterioridad 

había previsto el derogado Decreto 01 de 1984, consistente en la suspensión 

provisional del acto administrativo demandado; la norma en mención consagra: 
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“Artículo 230. Contenido y alcance de las medidas cautelares. Las 

medidas cautelares podrán ser preventivas, conservativas, anticipativas o 

de suspensión, y deberán tener relación directa y necesaria con las 

pretensiones de la demanda. Para el efecto, el Juez o Magistrado Ponente 

podrá decretar una o varias de las siguientes medidas:  

 

(…) 3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo” 

 

De otro lado, el artículo 231 ibídem, establece los requisitos de procedencia de las 

medidas cautelares, veamos: 

 

“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando 

se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión 

provisional de sus efectos procederá por violación de las disposiciones 

invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito 

separado, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su 

confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del 

estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente 

se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de 

perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los 

mismos (…)” /Subrayas y negrillas fuera de texto/ 

 

Así las cosas, para poder decretar la suspensión de los actos administrativos, se 

requiere no solamente realizar una confrontación de las normas invocadas como 

transgredidas, sino que también se deben estudiar las pruebas allegadas con la 

solicitud de medida cautelar.  

 

Al respecto, el Consejo de Estado ha analizado las medidas cautelares en el marco de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta las novedades que incluyó esta normativa y 

delimitando el alcance del estudio que debe realizar el Juez al momento de decidir 

sobre una solicitud de medida cautelar, así5: 

 

“Como lo destacó esta Corporación en un pronunciamiento anterior 

proferido en el marco de la nueva normatividad establecida en el CPACA 

(Ley 1437 de 2011), para la suspensión provisional se prescindió de la 

“manifiesta infracción” hasta allí vigente y se interpretó que, “la nueva 

normativa presenta una variación significativa en la regulación de esta 

figura, por cuanto la norma obliga al juez administrativo a realizar el 

análisis entre el acto y las normas invocadas como transgredidas y a 

estudiar las pruebas allegadas con la solicitud”5. Esta es una reforma 

sustancial, si se tiene en cuenta que ello habilita al juez a realizar un 

estudio no simplemente superficial de la solicitud de la medida sino que 

incluye la apreciación de las pruebas aportadas al efecto. Todo esto, 

lógicamente, sin incurrir en una valoración de fondo más propia de la 

fase de juzgamiento que de este primer momento del proceso; ya que, 

conforme lo estatuido por el artículo 229 CPACA en su inciso 2º, “la 

decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento”. 

 

                                                 
5 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. subsección A. Consejero 
ponente: Dr. GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN. Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de 
dos mil trece (2013). Radicación número: 11001-03-25-000-2012-00491-00(1973-12). 
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Debe puntualizarse que en relación con la solicitud de suspensión transitoria de los 

efectos de una o varias declaraciones administrativas, no es menester analizar el 

cumplimiento de los demás requisitos señalados en los numerales 1 a 4 del citado 

canon 231 de la Ley 1437 de 2011, pues bien en su 2º inciso (siguiente al apartado 

normativo transcrito en líneas previas), al señalar el legislador que “En los demás 

casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran los siguientes 

requisitos (…)” /Se destaca/, se extrae que tales exigencias solo se deben verificar en 

relación con medidas cautelares distintas a la suspensión de los efectos de un acto 

administrativo. 

 

En este orden de exposición, dado que esta figura busca dejar en suspenso y de forma 

transitoria la presunción de legalidad del acto, previo a una decisión definitiva dentro 

del proceso respectivo y sin que el Juez deba realizar un análisis de mérito sobre el 

asunto planteado, en todo caso ha de evidenciarse la transgresión que el acto 

administrativo materializa sobre las normas invocadas. Al respecto el H. Consejo de 

Estado expuso: 

 

“…Como lo tiene decantada la jurisprudencia de esta Corporación, la 

suspensión provisional de los actos administrativos, prevista como 

medida cautelar en el artículo 231 del CPACA, fue concebida para evitar 

que las decisiones de las autoridades manifiestamente ilegales puedan 

producir o continuar produciendo efectos, mientras sobreviene el fallo de 

fondo que los retire del ordenamiento jurídico, si resultan ciertos los 

argumentos de la demanda; de igual manera, se ha precisado que la 

medida implica desvirtuar de manera transitoria y anticipada la 

presunción de legalidad que acompaña los actos de la administración, es 

decir, que se constituye como juicio previo que conduce a negar aquella 

presunción. Por lo anterior, para desvirtuar tal presunción, es imperativo 

demostrar que la trasgresión del ordenamiento surge de la sola 

descripción de lo que mandan o prohíben las normas superiores y el 

contenido del acto acusado, de cuyo cotejo debe aparecer de modo nítido, 

directo y evidente que la aplicación de este, pugna con la vigencia de la 

norma de orden superior; empero, si para verificar los supuestos que 

soportan la solicitud de suspensión provisional es necesario hacer algún 

tipo de análisis que implique elaboradas deducciones, ya no procede la 

medida cautelar pues debe privilegiarse la presunción de legalidad propia 

de los actos de la administración, lo que sin más implica que, de no ser 

evidente la violación al ordenamiento jurídico, debe reservarse su 

decisión para la sentencia de fondo, previo el estudio cuidadoso de todo 

el acervo probatorio vertido al plenario por las partes…”6 /Resaltado y 

subrayas son del Despacho/. 

 

Y en pronunciamiento efectuado por el H. Consejo de Estado el cinco (5) de julio de 

2017 (C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa), en el proceso radicado 11001-03-

26-000- 2017-00083-00(59493), expuso el Alto Tribunal: 

 

“3.1.- Las medidas cautelares en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

                                                 
6 5 H. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A; 
providencia de veintitrés (23) de julio de dos mil catorce (2014). Rad. 68001-23-33-000-2013- 0221-
01(3531-13), Consejero ponente: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. 
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3.1.1.- Los artículos 229 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 consagran 

un amplio y novedoso sistema de medidas cautelares en el procedimiento 

contencioso administrativo que son aplicables en aquellos casos en que se 

consideren “necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el 

objeto del proceso y la efectividad de la sentencia”, conforme a las notas 

del mismo artículo, de donde se infiere que la institución cautelar es una 

manifestación legislativa concreta de la garantía de efectividad del 

derecho al acceso a la administración de justicia78; comoquiera que se 

busca evitar que la duración del proceso afecte a quien que acude a la 

jurisdicción, a tal punto que para el momento de obtener una decisión 

favorable se torne en ilusorio el ejercicio del derecho reconocido, pues al 

decir de Chiovenda “la necesidad de servirse del proceso para conseguir 

la razón no debe convertirse en daño para quien tiene la razón”9 

 

3.1.2.- El anterior aserto se sustenta en que a través de la tutela cautelar 

se protege de manera provisional e inmediata una posición jurídica en 

concreto (bien sea particular o general) que es objeto de litigio ante la 

jurisdicción contenciosa administrativa y que encuentra en entredicho su 

ejercicio a plenitud en razón a la amenaza que supone, en general, la 

acción de la administración pública, bien sea a partir de una decisión, 

una acción u omisión, etc.; por citar algunas manifestaciones particulares 

del accionar de la administración. 

 

3.1.3.- Avanzando en la tipología desarrollada por el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se 

diferencia entre medidas cautelares preventivas, tendientes a operar 

como una suerte de acción impeditiva para que no se pueda consolidar 

una afectación a un derecho; conservativas que buscan mantener o 

salvaguardar un statu quo ante; anticipativas, en donde se pretende 

satisfacer por adelantado la pretensión perseguida por el demandante, 

mediante una decisión que propiamente correspondería al fallo que 

ponga fin al proceso y que se justifica en tanto que de no adoptarse se 

incurriría en un perjuicio irremediable para el actor, y de suspensión que 

corresponde a la medida tradicional en el proceso contencioso 

                                                 
7 Al respecto la jurisprudencia ha sostenido que: 5.2. La Corte Constitucional ha señalado en repetidas 
oportunidades que las medidas cautelares tienen amplio sustento en el texto de la Constitución Política, 
puesto que desarrollan el principio de eficacia de la administración de justicia, son un elemento integrante 
del derecho de todas las personas a acceder a la administración de justicia y contribuyen a la igualdad 
procesal (CP arts. 13, 228 y 229). Han sido previstas como aquellos instrumentos con los cuales el 
ordenamiento protege, de manera provisional, y mientras dura el proceso, un derecho que está siendo 
controvertido dentro de ese mismo proceso, teniendo en cuenta el inevitable tiempo de duración de los 
procesos judiciales.” Corte Constitucional, Sentencia C-529 de 2009. En el mismo sentido C-490 de 2000. 
8 “4. (…) el propósito de las medidas provisionales, en los sistemas jurídicos nacionales (derecho procesal 
interno) en general, es preservar los derechos de las partes en controversia, asegurando que la ejecución 
de la sentencia de fondo no se vea obstaculizada o impedida por las acciones de aquéllas, pendente lite7. 
5. (…) en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos las medidas provisionales tienen un carácter 
no sólo cautelar, en el sentido de que preservan una situación jurídica, sino fundamentalmente tutelar, 
por cuanto protegen derechos humanos, en la medida en que buscan evitar daños irreparables a las 
personas. Siempre y cuando se reúnan los requisitos básicos de la extrema gravedad y urgencia y de la 
prevención de daños irreparables a las personas, las medidas provisionales se transforman en una 
verdadera garantía jurisdiccional de carácter preventivo7 .”. Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Resolución de 22 de septiembre de 2006. Solicitud de medidas cautelares por parte de la Comisión IDH 
respecto de la República de Colombia a favor de Mery Naranjo y otros. En el mismo sentido véase: Caso 
Del Centro Penitenciario Región Capital Yare I y Yare II (Cárcel De Yare). Medidas Provisionales. 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 30 marzo de 2006, considerando cuarto; 
Caso Del Internado Judicial De Monagas (“La Pica”). Medidas Provisionales. Resolución de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos de 13 de enero de 2006, considerando cuarto. 
9 CHIOVENDA, Giuseppe. Istituzioni di diritto processuale civile, Edit. Jovene, 1960, vol. 1. P. 147. 
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administrativo de privación temporal de los efectos de una decisión 

administrativa. 

 

3.1.4.- Es preciso resaltar que el Código no establece un numerus clausus 

de medidas cautelares, por el contrario, se trata de un sistema innominado 

de medidas con el que se persigue adoptar unas decisiones inmediatas de 

cualquier tipo con el fin de responder a las necesidades que demande una 

situación específica; lo que se corrobora con una revisión al artículo 230 

que establece que se puede: “ordenar que se mantenga la situación…”, 

“suspender un procedimiento o actuación administrativa…”, “suspender 

provisionalmente los efectos de un acto administrativo”; hasta llegar a 

aquellas en las cuales se permite “ordenar la adopción de una decisión 

administrativa, o la realización o demolición de una obra con el objeto de 

evitar o prevenir un perjuicio o la agravación de sus efectos” y, por 

último, “impartir ordenes o imponerle a cualquiera de las partes del 

proceso obligaciones de hacer o no hacer”. 

 

3.1.5.- Por último, el Despacho pone de presente el carácter 

decididamente autónomo de la tutela cautelar a través de las 

denominadas “medidas cautelares de urgencia”, establecidas en el 

artículo 234 del Código y con las que se procura la adopción de una 

medida provisional de manera inmediata, en donde – dada la situación de 

inminente riesgo de afectación de los derechos del interesado – se 

prescinde del trámite de notificación a la contraparte y puede ordenarse 

la misma, inclusive, de manera previa a la notificación del auto admisorio 

de la demanda (conforme al artículo 229 del Código). (…) 

 

3.1.8.- Con base en la anterior jurisprudencia, cabe comprender y 

reconocer a la institución cautelar como un procedimiento autónomo al 

proceso contencioso administrativo, de ahí, entonces, que se conciba 

como una garantía efectiva y material del acceso a la administración de 

justicia. Conforme a ello, para la procedencia de las medidas cautelares 

debe tenerse en cuenta presupuestos constitucionales, convencionales y 

legales, lo que lleva a decir que al Juez Administrativo le corresponde 

remover los obstáculos eminentemente formales que llegaren a impedir 

la adopción de estas medidas en los casos en que exista una seria y 

verdadera amenaza de vulneración de derechos, bienes o intereses 

jurídicos…” /Negrillas son del Juzgado/. 

 

En este sentido, acorde a los anteriores planteamientos, procederá el Despacho a 

resolver la petición de suspensión provisional del acto administrativo acusado, 

advirtiéndose que, conforme a lo prescrito en el inciso 2° del artículo 229 de la Ley 

1437 de 2011, la decisión que sea adoptada en la presente providencia no habrá de 

implicar prejuzgamiento. 

 

EL CASO CONCRETO. 

 

En el caso objeto de análisis, la solicitud de medida cautelar consiste, como se señaló 

anteriormente, es la suspensión provisional de los efectos del acto ficto por medio del 

cual se le denegó el reconocimiento de la diferencia salarial del 20%, que se alega 

configurado frente al derecho de petición radicado el 19 de diciembre de 201710. 

                                                 
10 Archivo PDF ‘002 demanda’ pág. 16 -carpeta C1PRINCIPAL del expediente digital. 
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Ahora bien, al realizar una confrontación de la solicitud de suspensión del acto 

acusado y las normas que se aducen como vulneradas, que corresponden a las citadas 

en el acápite denominado ‘IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN 

/Archivo PDF ‘006 subsanacion’ pág. 7 y siguientes – carpeta C1 PRINCIPAL del 

expediente digital/, no puede concluirse en esta primigenia etapa, la transgresión de 

las normas invocadas, pues en el presente asunto, no se dan los presupuestos para 

determinar si efectivamente se ha quebrantado la normativa a la que alude el 

demandante, líneas atrás relacionadas. 

 

De esta manera, de la sola confrontación de las normas invocadas, no se puede arribar 

a la convicción de su violación que haga procedente la suspensión provisional de los 

efectos de los actos administrativos atacados, ya que en criterio del Despacho, para 

concluir que existe una contradicción, resulta indispensable analizar en conjunto las 

leyes en que se fundamentó la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL 

para expedir el acto acusado frente a los cargos de nulidad aludidos por la parte 

actora, análisis que es propio de la decisión de fondo del asunto sometido a control, 

incluida aquella asociada al pago provisional de los emolumentos que fueron negados 

por la demandada y que la parte actora denomina medida cautelar de carácter 

patrimonial. Cosa distinta, por supuesto, es la eventual nulidad que del acto 

enjuiciado se declare, lo cual únicamente es objeto de definición, se itera, en la 

sentencia que ponga fin a esta instancia. 

 

Por tal motivo, en este momento procesal no es posible determinar la existencia o no 

de la transgresión de las normas invocadas, bajo el análisis de los elementos de juicio 

que obran hasta ahora. En este orden de ideas, debe concluirse que la solicitud de 

suspensión provisional de los actos administrativos en censura no tiene vocación de 

prosperidad, razón por la cual resulta imperativo negar la medida solicitada. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Girardot, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NIÉGASE la medida cautelar solicitada por la parte actora. 

 

SEGUNDO: SE RECONOCE personería para actuar como apoderada de la NACIÓN – 

MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, a la abogada Luz Francy Boyacá Tapia, 

identificada con cédula de ciudadanía No. 52.971.244 de Bogotá y Tarjeta 

Profesional de Abogada No. 208.421 del C.S. de la J., conforme al poder que obra en 

el archivo PDF “009 ContestacionMedidaCautelar” pág. 5 del expediente digital. 

 

TERCERO: SE REQUIERE a todos los sujetos procesales para que, si no lo han hecho, 

informen sus direcciones de correo electrónico personales mediante memorial 

dirigido al correo institucional jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co, debiendo 

los apoderados judiciales indicar aquella con la que se encuentran inscritos en el 

Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a lo 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
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prescrito en los artículos 3 del Decreto Legislativo No. 806 de 202011 y 13 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 202012.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

-FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE – 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRÍGUEZ  

JUEZ 

 

                                                 
11 “Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y 
diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial 
competente, y a todos los demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del 
proceso o trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que 
realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las actuaciones y desde estos 
se surtirán todas las notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal. Es deber de los sujetos 
procesales, en desarrollo de lo previsto en el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, 
comunicar cualquier cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las notificaciones se sigan  
surtiendo válidamente en la anterior.  
Todos los sujetos procesales cumplirán los deberes constitucionales y legales para colaborar 
solidariamente con la buena marcha del servicio público de administración de justicia. La autoridad 
judicial competente adoptará las medidas necesarias para garantizar su cumplimiento.” /se destaca/. 
12 “Artículo 31.  Correos electrónicos de abogados.  Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los 
procesos judiciales o administrativos deberán suministrar la dirección de correo electrónico para 
recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados litigantes inscritos en el Registro Nacional de 
Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o actualizar su cuenta de correo 
electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a través de la Unidad de 
Registro Nacional de Abogados.” /se destaca/ 



Firmado Por:

 

 

Juan Felipe Castaño Rodriguez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

02

Girardot - Cundinamarca

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: ba3c2b31237e8d77895540a228815824f1adf109421511bdfc89e6dc14856d22
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, veinticinco (25) de abril de dos mil veintidós (2022) 

                                                   

AUTO NO:   632 

RADICACIÓN:   25307-33-33-002-2021-00191-00 

PROCESO:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: EMPRESA DE AGUAS DE GIRARDOT, RICAURTE Y LA REGIÓN S.A. 

– ACUAGYR S.A. E.S.P.    

DEMANDADO: CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE CUNDINAMARCA - 

CAR 

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir la solicitud de medida cautelar formulada por la parte 

actora, consistente en la suspensión provisional de los actos administrativos 

enjuiciados.  

 

2. ANTECEDENTES 

 

LA DEMANDA /Archivo PDF ‘001 Demanda - carpeta C1 PRINCIPAL del expediente 

digital/ 

 

Pretende la parte demandante de manera principal se declare la nulidad de la 

Resolución DAF No. 80217000005 del 12 de enero de 2021, a través de la cual la 

Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca - CAR resolvió la reclamación 

presentada por ACUAGYR, confirmando el cobro de la Factura TUSO No. 201907132 

por valor de Ciento Noventa y Cinco Millones Ochocientos Ochenta y Cinco Mil 

Doscientos Setenta y Seis pesos m/cte ($195.885.276); así como de la Resolución DAF 

No. 80217000216 del 23 de abril de 2021, por medio de la cual en sede de reposición 

se confirmó aquella; y consecuentemente, se deje sin valor ni efecto la Factura TUSO 

No. 201907132 expedida por la CAR, por concepto del cobro de tasa por utilización 

de aguas correspondiente a la vigencia 2019. 

 

En consecuencia, a título de restablecimiento del derecho, solicita (i) se ordene a la 

CAR realizar la reliquidación de la tasa de uso de aguas para el periodo comprendido 

entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2019, y (ii) se condene en costas.       

 

FUNDAMENTOS FÁCTICOS. 

 

Refiere en síntesis, que la Factura de venta No. 201907132 a cargo de ACUAGYR S.A. 

E.S.P. por concepto de tasas por utilización de aguas para el período comprendido 

entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2019, adolece de error en el valor que 

consigna liquidado, pues el volumen de agua base de liquidación correspondió al 

caudal nominal de 1100 lps objeto de la concesión de agua otorgada a través de la 
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Resolución DRG-0136 de 1999, cuando debió ser efectuada sobre los volúmenes de 

agua realmente captados por ACUAGYR S.A. E.S.P. en su planta de tratamiento 

ubicada en el Municipio de Ricaurte (Cundinamarca) durante dicho periodo, los 

cuales fueron comunicados a la accionada mediante el formulario establecido para 

el efecto, y radicado el 15 de enero de 2020 con consecutivo No. 03201100068. 

 

A pesar de la reclamación efectuada a la aquí demandada, mediante los actos 

administrativos enjuiciados la CAR se niega a corregir la factura TUSO No. 

201907132. 

 

NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN. 

 

La parte actora invocó como normas violadas los artículos 29, 83, 338 y 363 

constitucionales; el numeral 2 del artículo 1 de la Ley 962 del 2005, modificado por 

el artículo 39 del Decreto Ley 019 del 2012; el artículo 3 del Decreto 2106 de 20191; 

y artículo 3 numerales 1 y 4 de la Ley 1437 de 2011. 

 

En ese sentido, invoca como causales de nulidad una falsa motivación de los actos 

administrativos demandados, pues se sustentaron esencialmente en el concepto 

técnico contenido en el memorando No. 20203165416, emitido por la Dirección de 

Evaluación, Seguimiento y Control Ambiental - DESCA, según el cual no se aprueba 

el Formato de Reporte de Volúmenes de Agua Captada, pues no se cumplieron las 

condiciones para su presentación previstas en el artículo 4 de la Resolución No. 3973 

del 28 de noviembre de 2019, cuyo parágrafo prevé ante este supuesto de 

incumplimiento de las condiciones de presentación de los reportes, entre otros, que 

la tasa por utilización del agua se liquidará con base en los caudales otorgados en la 

respectiva concesión de agua. Concepto que no precisa la razones que lo sustentan, 

pues solo se limita a señalar el incumplimiento de las condiciones para la 

presentación del reporte, sin expresar cuáles fueron los presuntos incumplimientos 

en que se incurrió al presentar los reportes de volúmenes de agua captada en la 

vigencia 2019, circunstancia que configura la causal de nulidad invocada, y además 

la correspondiente al desconocimiento del derecho de defensa, al limitar gravemente 

la posibilidad de contradicción. 

 

También se argumenta en punto de la infracción de las normas en que deberían 

fundarse los actos atacados, alegando que para el análisis de idoneidad del reporte, 

no resulta aplicable la Resolución No. 3973 del 28 de noviembre de 2019, pues aplica 

para el año siguiente a su expedición, esto es, para las tasas de uso de agua para el 

año 2020, que se facturan en el año 2021, ya que así opera la aplicación de las 

disposiciones tributarias, so pena de incurrir en desconocimiento del principio de 

irretroactividad de las mismas. Además, en su expedición se desconoció el numeral 2 

del artículo 1 de la Ley 962 del 2005, modificado por el artículo 39 del Decreto Ley 

019 del 2012, y el artículo 3 del Decreto 2106 de 2019. 

 

Con todo, el reporte de volúmenes de agua captada sí cumplió con las condiciones 

exigidas, e incluso resulta consistente con los datos poblacionales registrados por el 

DANE; por lo tanto, el cobro reclamado en la factura de Venta TUSO No. 201907132 

resulta incorrecto por no coincidir con los volúmenes realmente captados, los cuales 

                                                 
1 Estas últimas disposiciones no referenciadas específicamente en el acápite “1.- disposiciones violadas”, 
pero sí como fundamento de la argumentación esgrimida en el acápite “2.- Concepto de la violación”, por 
lo que materialmente hacen parte de las disposiciones que se alegan violadas.  
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fueron determinados a partir de medición efectuada con Canaleta Parshall, la cual 

cuenta con certificado de verificación metrológica de medición instalado.  

 

LA SOLICITUD DE LA MEDIDA CAUTELAR. /Archivo PDF ’001 MEDIDACAUTELAR’ págs. 15 y 16 

Carpeta ‘C2 MedidaCautelar’ del expediente digital/. 

 

En acápite integrado a la demanda, solicita la parte demandante la suspensión 

provisional de los actos administrativos enjuiciados, y en consecuencia, se deje sin 

efectos de forma provisional la Factura TUSO No. 201907132, alegando en sustento 

que, sin mayor análisis, emerge con suficiencia la vulneración de la normativa que 

se invocó como fundamento del concepto de violación.  

 

Destaca que la medida cautelar se requiere a efectos de conjurar la inminencia del 

perjuicio derivado de un eventual cobro coactivo o un proceso ejecutivo sustentado 

en la obligación que aquí se cuestiona, perjuicio que se agravaría si la CAR acudiera 

en tales trámites a la figura de las medidas cautelares. Secuencia en la cual destaca 

que mediante comunicación No 20212048395 del 24 de junio de 2021, la CAR 

requirió a la empresa ACUAGYR el cumplimiento de la Resolución No 80210000216 

del 23 de abril de 201 y la Factura TUSO 201907132 con fecha límite de pago el 13 

de julio de 2021.  

 

TRÁMITE DADO A LA SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR. 

 

De la petición de medida cautelar se corrió traslado mediante proveído visible en 

archivo PDF “002 1616nr21191CarTrasladoMed’ -Carpeta C2 MEDIDACAUTELAR del 

expediente digital. 

 

De esta manera, la parte demandada se pronunció sobre la medida cautelar solicitada 

/Archivo PDF “009 ContestacionMedidaC’ -Carpeta C2 MEDIDACAUTELAR del 

expediente digital/, presentando oposición a la medida cautelar al señalar que su 

resolución no se derivaría de la simple contrastación con las normas que se invocan 

en sustento. Por demás, no se ha incurrido en afectación del derecho de defensa de la 

parte demandante, que con este cargo desconoce que ha tenido todas las garantías 

para ejercer su derecho de contradicción.  

 

Y en lo que tiene que ver con el perjuicio alegado, no se evidencia debidamente 

acreditado, pues la parte demandante ha solicitado la celebración de un acuerdo de 

pago la cual fue atendida por la CAR, de modo que carece de sentido la presente 

solicitud. Con todo, en el evento de un cobro coactivo, cuenta con la posibilidad de 

plantear las excepciones que sean pertinentes, y en consecuencia la suspensión del 

trámite. Así las cosas, no se acredita el peligro que implicaría la no adopción de la 

medida deprecada, ni la apariencia de buen derecho.   

 

En virtud de lo anterior, solicita no se acceda a la medida cautelar por carecer de 

fundamento para su decreto y por no existir una vulneración que pueda ser advertida 

en este momento con fundamento en lo establecido en el artículo 231 de la Ley 1437 

de 2011.  

 

CONSIDERACIONES 

 

En síntesis, logra entender el Despacho que la parte demandante solicita se suspenda 

provisionalmente los efectos de la Resolución DAF No. 80217000005 del 12 de enero 



 4 

de 2021, a través de la cual la CAR resolvió la reclamación presentada por ACUAGYR 

confirmando el cobro de la Factura TUSO No. 201907132 por valor de Ciento 

Noventa y Cinco Millones Ochocientos Ochenta y Cinco Mil Doscientos Setenta y Seis 

pesos m/cte ($195.885.276), así como de la Resolución DAF No. 80217000216 del 

23 de abril de 2021, por medio de la cual en sede de reposición se confirmó aquella. 

Y consecuentemente, se deje sin valor ni efecto la Factura TUSO No. 201907132 

expedida por la CAR, por concepto del cobro de tasa por utilización de aguas 

correspondiente a la vigencia 2019. 

 

Al respecto, la parte actora presentó argumentos en la solicitud de medida cautelar 

para sustentar la misma, los cuales encuentran integradas con las consideraciones 

consignadas en el libelo demandador -acápite denominado “DISPOSICIONES VIOLADAS Y 

CONCEPTO DE VIOLACIÓN” /Archivo PDF ‘001 Demanda’ pág. 4 y siguientes – carpeta 

C1PRINCIPAL del expediente digital/. 

 

PREMISA NORMATIVA Y JURISPRUDENCIAL ASOCIADA A LA MEDIDA CAUTELAR DEPRECADA. 

 

El propósito de las medidas cautelares es proteger y garantizar provisionalmente el 

objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, conforme se provee en el artículo 

229, capítulo XI de la Ley 1437 de 2011. 

 

Dicha normativa establece que, antes de notificar el auto admisorio de la demanda o 

en cualquier estado del proceso, el demandante puede presentar solicitud de medida 

cautelar, y el juez deberá decretar aquellas que estime procedentes y necesarias para 

garantizar de manera provisional el objeto del proceso. 

 

Para el efecto, la Ley 1437 de 2011 incluyó en su artículo 230 una amplia tipología 

de medidas cautelares, dentro de las cuales se encuentra la que con anterioridad 

había previsto el derogado Decreto 01 de 1984, consistente en la suspensión 

provisional del acto administrativo demandado; la norma en mención consagra: 

 

“Artículo 230. Contenido y alcance de las medidas cautelares. Las 

medidas cautelares podrán ser preventivas, conservativas, anticipativas o 

de suspensión, y deberán tener relación directa y necesaria con las 

pretensiones de la demanda. Para el efecto, el Juez o Magistrado Ponente 

podrá decretar una o varias de las siguientes medidas:  

 

(…) 3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo” 

 

De otro lado, el artículo 231 ibídem, establece los requisitos de procedencia de las 

medidas cautelares, veamos: 

 

“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando 

se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión 

provisional de sus efectos procederá por violación de las disposiciones 

invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito 

separado, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su 

confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del 

estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente 

se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de 

perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los 

mismos (…)” /Subrayas y negrillas fuera de texto/ 
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Así las cosas, para poder decretar la suspensión de los actos administrativos, se 

requiere no solamente realizar una confrontación de las normas invocadas como 

transgredidas, sino que también se deben estudiar las pruebas allegadas con la 

solicitud de medida cautelar.  

 

Al respecto, el Consejo de Estado ha analizado las medidas cautelares en el marco de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta las novedades que incluyó esta normativa y 

delimitando el alcance del estudio que debe realizar el Juez al momento de decidir 

sobre una solicitud de medida cautelar, así2: 

 

“Como lo destacó esta Corporación en un pronunciamiento anterior 

proferido en el marco de la nueva normatividad establecida en el CPACA 

(Ley 1437 de 2011), para la suspensión provisional se prescindió de la 

“manifiesta infracción” hasta allí vigente y se interpretó que, “la nueva 

normativa presenta una variación significativa en la regulación de esta 

figura, por cuanto la norma obliga al juez administrativo a realizar el 

análisis entre el acto y las normas invocadas como transgredidas y a 

estudiar las pruebas allegadas con la solicitud”5. Esta es una reforma 

sustancial, si se tiene en cuenta que ello habilita al juez a realizar un 

estudio no simplemente superficial de la solicitud de la medida sino que 

incluye la apreciación de las pruebas aportadas al efecto. Todo esto, 

lógicamente, sin incurrir en una valoración de fondo más propia de la 

fase de juzgamiento que de este primer momento del proceso; ya que, 

conforme lo estatuido por el artículo 229 CPACA en su inciso 2º, “la 

decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento”. 

 

Debe puntualizarse que en relación con la solicitud de suspensión transitoria de los 

efectos de una o varias declaraciones administrativas, no es menester analizar el 

cumplimiento de los demás requisitos señalados en los numerales 1 a 4 del citado 

canon 231 de la Ley 1437 de 2011, pues bien en su 2º inciso (siguiente al apartado 

normativo transcrito en líneas previas), al señalar el legislador que “En los demás 

casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran los siguientes 

requisitos (…)” /Se destaca/, se extrae que tales exigencias solo se deben verificar en 

relación con medidas cautelares distintas a la suspensión de los efectos de un acto 

administrativo. 

 

En este orden de exposición, dado que esta figura busca dejar en suspenso y de forma 

transitoria la presunción de legalidad del acto, previo a una decisión definitiva dentro 

del proceso respectivo y sin que el Juez deba realizar un análisis de mérito sobre el 

asunto planteado, en todo caso ha de evidenciarse la transgresión que el acto 

administrativo materializa sobre las normas invocadas. Al respecto el H. Consejo de 

Estado expuso: 

 

“…Como lo tiene decantada la jurisprudencia de esta Corporación, la 

suspensión provisional de los actos administrativos, prevista como 

medida cautelar en el artículo 231 del CPACA, fue concebida para evitar 

que las decisiones de las autoridades manifiestamente ilegales puedan 

producir o continuar produciendo efectos, mientras sobreviene el fallo de 

                                                 
2 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. subsección A. Consejero 
ponente: Dr. GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN. Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de 
dos mil trece (2013). Radicación número: 11001-03-25-000-2012-00491-00(1973-12). 
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fondo que los retire del ordenamiento jurídico, si resultan ciertos los 

argumentos de la demanda; de igual manera, se ha precisado que la 

medida implica desvirtuar de manera transitoria y anticipada la 

presunción de legalidad que acompaña los actos de la administración, es 

decir, que se constituye como juicio previo que conduce a negar aquella 

presunción. Por lo anterior, para desvirtuar tal presunción, es imperativo 

demostrar que la trasgresión del ordenamiento surge de la sola 

descripción de lo que mandan o prohíben las normas superiores y el 

contenido del acto acusado, de cuyo cotejo debe aparecer de modo nítido, 

directo y evidente que la aplicación de este, pugna con la vigencia de la 

norma de orden superior; empero, si para verificar los supuestos que 

soportan la solicitud de suspensión provisional es necesario hacer algún 

tipo de análisis que implique elaboradas deducciones, ya no procede la 

medida cautelar pues debe privilegiarse la presunción de legalidad propia 

de los actos de la administración, lo que sin más implica que, de no ser 

evidente la violación al ordenamiento jurídico, debe reservarse su 

decisión para la sentencia de fondo, previo el estudio cuidadoso de todo 

el acervo probatorio vertido al plenario por las partes…”3 /Resaltado y 

subrayas son del Despacho/. 

 

Y en pronunciamiento efectuado por el H. Consejo de Estado el cinco (5) de julio de 

2017 (C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa), en el proceso radicado 11001-03-

26-000- 2017-00083-00(59493), expuso el Alto Tribunal: 

 

“3.1.- Las medidas cautelares en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

3.1.1.- Los artículos 229 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 consagran 

un amplio y novedoso sistema de medidas cautelares en el procedimiento 

contencioso administrativo que son aplicables en aquellos casos en que se 

consideren “necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el 

objeto del proceso y la efectividad de la sentencia”, conforme a las notas 

del mismo artículo, de donde se infiere que la institución cautelar es una 

manifestación legislativa concreta de la garantía de efectividad del 

derecho al acceso a la administración de justicia45; comoquiera que se 

                                                 
3 5 H. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A; 
providencia de veintitrés (23) de julio de dos mil catorce (2014). Rad. 68001-23-33-000-2013- 0221-
01(3531-13), Consejero ponente: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. 
4 Al respecto la jurisprudencia ha sostenido que: 5.2. La Corte Constitucional ha señalado en repetidas 
oportunidades que las medidas cautelares tienen amplio sustento en el texto de la Constitución Política, 
puesto que desarrollan el principio de eficacia de la administración de justicia, son un elemento integrante 
del derecho de todas las personas a acceder a la administración de justicia y contribuyen a la igualdad 
procesal (CP arts. 13, 228 y 229). Han sido previstas como aquellos instrumentos con los cuales el 
ordenamiento protege, de manera provisional, y mientras dura el proceso, un derecho que está siendo 
controvertido dentro de ese mismo proceso, teniendo en cuenta el inevitable tiempo de duración de los 
procesos judiciales.” Corte Constitucional, Sentencia C-529 de 2009. En el mismo sentido C-490 de 2000. 
5 “4. (…) el propósito de las medidas provisionales, en los sistemas jurídicos nacionales (derecho procesal 
interno) en general, es preservar los derechos de las partes en controversia, asegurando que la ejecución 
de la sentencia de fondo no se vea obstaculizada o impedida por las acciones de aquéllas, pendente lite7. 
5. (…) en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos las medidas provisionales tienen un carácter 
no sólo cautelar, en el sentido de que preservan una situación jurídica, sino fundamentalmente tutelar, 
por cuanto protegen derechos humanos, en la medida en que buscan evitar daños irreparables a las 
personas. Siempre y cuando se reúnan los requisitos básicos de la extrema gravedad y urgencia y de la 
prevención de daños irreparables a las personas, las medidas provisionales se transforman en una 
verdadera garantía jurisdiccional de carácter preventivo7 .”. Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Resolución de 22 de septiembre de 2006. Solicitud de medidas cautelares por parte de la Comisión IDH 
respecto de la República de Colombia a favor de Mery Naranjo y otros. En el mismo sentido véase: Caso 
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busca evitar que la duración del proceso afecte a quien que acude a la 

jurisdicción, a tal punto que para el momento de obtener una decisión 

favorable se torne en ilusorio el ejercicio del derecho reconocido, pues al 

decir de Chiovenda “la necesidad de servirse del proceso para conseguir 

la razón no debe convertirse en daño para quien tiene la razón”6 

 

3.1.2.- El anterior aserto se sustenta en que a través de la tutela cautelar 

se protege de manera provisional e inmediata una posición jurídica en 

concreto (bien sea particular o general) que es objeto de litigio ante la 

jurisdicción contenciosa administrativa y que encuentra en entredicho su 

ejercicio a plenitud en razón a la amenaza que supone, en general, la 

acción de la administración pública, bien sea a partir de una decisión, 

una acción u omisión, etc.; por citar algunas manifestaciones particulares 

del accionar de la administración. 

 

3.1.3.- Avanzando en la tipología desarrollada por el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se 

diferencia entre medidas cautelares preventivas, tendientes a operar 

como una suerte de acción impeditiva para que no se pueda consolidar 

una afectación a un derecho; conservativas que buscan mantener o 

salvaguardar un statu quo ante; anticipativas, en donde se pretende 

satisfacer por adelantado la pretensión perseguida por el demandante, 

mediante una decisión que propiamente correspondería al fallo que 

ponga fin al proceso y que se justifica en tanto que de no adoptarse se 

incurriría en un perjuicio irremediable para el actor, y de suspensión que 

corresponde a la medida tradicional en el proceso contencioso 

administrativo de privación temporal de los efectos de una decisión 

administrativa. 

 

3.1.4.- Es preciso resaltar que el Código no establece un numerus clausus 

de medidas cautelares, por el contrario, se trata de un sistema innominado 

de medidas con el que se persigue adoptar unas decisiones inmediatas de 

cualquier tipo con el fin de responder a las necesidades que demande una 

situación específica; lo que se corrobora con una revisión al artículo 230 

que establece que se puede: “ordenar que se mantenga la situación…”, 

“suspender un procedimiento o actuación administrativa…”, “suspender 

provisionalmente los efectos de un acto administrativo”; hasta llegar a 

aquellas en las cuales se permite “ordenar la adopción de una decisión 

administrativa, o la realización o demolición de una obra con el objeto de 

evitar o prevenir un perjuicio o la agravación de sus efectos” y, por 

último, “impartir ordenes o imponerle a cualquiera de las partes del 

proceso obligaciones de hacer o no hacer”. 

 

3.1.5.- Por último, el Despacho pone de presente el carácter 

decididamente autónomo de la tutela cautelar a través de las 

denominadas “medidas cautelares de urgencia”, establecidas en el 

artículo 234 del Código y con las que se procura la adopción de una 

medida provisional de manera inmediata, en donde – dada la situación de 

                                                 
Del Centro Penitenciario Región Capital Yare I y Yare II (Cárcel De Yare). Medidas Provisionales. 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 30 marzo de 2006, considerando cuarto; 
Caso Del Internado Judicial De Monagas (“La Pica”). Medidas Provisionales. Resolución de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos de 13 de enero de 2006, considerando cuarto. 
6 CHIOVENDA, Giuseppe. Istituzioni di diritto processuale civile, Edit. Jovene, 1960, vol. 1. P. 147. 
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inminente riesgo de afectación de los derechos del interesado – se 

prescinde del trámite de notificación a la contraparte y puede ordenarse 

la misma, inclusive, de manera previa a la notificación del auto admisorio 

de la demanda (conforme al artículo 229 del Código). (…) 

 

3.1.8.- Con base en la anterior jurisprudencia, cabe comprender y 

reconocer a la institución cautelar como un procedimiento autónomo al 

proceso contencioso administrativo, de ahí, entonces, que se conciba 

como una garantía efectiva y material del acceso a la administración de 

justicia. Conforme a ello, para la procedencia de las medidas cautelares 

debe tenerse en cuenta presupuestos constitucionales, convencionales y 

legales, lo que lleva a decir que al Juez Administrativo le corresponde 

remover los obstáculos eminentemente formales que llegaren a impedir 

la adopción de estas medidas en los casos en que exista una seria y 

verdadera amenaza de vulneración de derechos, bienes o intereses 

jurídicos…” /Negrillas son del Juzgado/. 

 

En este sentido, acorde a los anteriores planteamientos, procederá el Despacho a 

resolver la petición de suspensión provisional de los actos administrativos acusados, 

advirtiéndose que, conforme a lo prescrito en el inciso 2° del artículo 229 de la Ley 

1437 de 2011, la decisión que sea adoptada en la presente providencia no habrá de 

implicar prejuzgamiento. 

 

EL CASO CONCRETO. 

 

En el caso objeto de análisis, la solicitud de medida cautelar consiste, como se señaló 

anteriormente, es la suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos 

demandados7, mediante los cuales la CAR estimó adecuado el cobro de tasa por 

utilización de aguas correspondiente a la vigencia 2019, efectuado mediante la 

Factura TUSO No. 201907132 por valor de Ciento Noventa y Cinco Millones 

Ochocientos Ochenta y Cinco Mil Doscientos Setenta y Seis pesos m/cte 

($195.885.276). 

 

Ahora bien, al realizar una confrontación de la solicitud de suspensión de los actos 

acusados y las normas que se aducen como vulneradas, no puede concluirse en esta 

primigenia etapa, la transgresión de las normas invocadas, pues en el presente asunto, 

no se dan los presupuestos para determinar si efectivamente se ha quebrantado los 

artículos 29, 83, 338 y 363 constitucionales; el numeral 2 del artículo 1 de la Ley 

962 del 2005, modificado por el artículo 39 del Decreto Ley 019 del 2012; el artículo 

3 del Decreto 2106 de 2019; y artículo 3 numerales 1 y 4 de la Ley 1437 de 2011. 

 

De esta manera, de la sola confrontación de las normas invocadas y de los actos 

acusados, no se puede arribar a la convicción de su violación que haga procedente la 

medida cautelar solicitada, ya que en criterio del Despacho, para concluir que existe 

una contradicción, resulta indispensable analizar en conjunto la normativa en que se 

fundamentó la CAR para expedir los actos acusados frente a los cargos de nulidad 

aludidos por la parte actora, análisis que es propio de la decisión de fondo del asunto 

                                                 
7 Resolución DAF No. 80217000005 del 12 de enero de 2021, a través de la cual la Corporación Autónoma 
Regional de Cundinamarca - CAR resolvió la reclamación presentada por ACUAGYR confirmando el 
cobro de la Factura TUSO No. 201907132 por valor de Ciento Noventa y Cinco Millones Ochocientos 
Ochenta y Cinco Mil Doscientos Setenta y Seis pesos m/cte ($195.885.276). Así como de la Resolución 
DAF No. 80217000216 del 23 de abril de 2021, por medio de la cual en sede de reposición se confirmó 
aquella. 
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sometido a control. Cosa distinta, por supuesto, es la eventual nulidad que de los actos 

enjuiciados se declare, lo cual únicamente es objeto de definición, se itera, en la 

sentencia que ponga fin a esta instancia. 

 

Por tal motivo, en este momento procesal no es posible determinar la existencia o no 

de la transgresión de las normas invocadas, bajo el análisis de los elementos de juicio 

que obran hasta ahora.  

 

Por manera, aunque la parte actora expresa la inminencia de causación de perjuicios 

con ocasión de la confirmación del cobro de tasa por utilización de aguas 

correspondiente a la vigencia 2019, efectuado mediante la Factura TUSO No. 

201907132, dicha manifestación no se erige con suficiencia ni idoneidad para 

sustentar el padecimiento de un irremediable perjuicio, sumado a que, de todos 

modos, la acreditación de un perjuicio de esta clase solo toma relevancia si se tratara 

de una medida cautelar distinta a la suspensión de los efectos de actos 

administrativos, comoquiera que aquella exigencia se halla contenida en la segunda 

parte del artículo 231 de la Ley 1437 de 2011 (aplicable a las demás medidas 

cautelares), tal y como se expuso con suficiencia en apartados considerativos 

anteriores en virtud de la normativa aplicable; y ese escenario, se insiste, no es el 

configurado en el sub examine. 

Agréguese que de ninguna manera es dable desligar las súplicas sobre (i) dejar sin 

efectos los actos enjuiciados y (ii) la declaratoria de pérdida efectos de la Factura 

TUSO No. 201907132; pues justamente esta última se sujeta al efecto mismo que 

irradian aquellas declaraciones administrativas. Luego, es improcedente analizar la 

solicitud de la suspensión de los efectos de la mentada factura obviándose el hecho 

que, en sí misma, subyace a que los efectos jurídicos de los actos enjuiciados, dejen 

de tener lugar. 

En este orden de ideas, debe concluirse que la solicitud de suspensión provisional de 

los actos administrativos en censura no tiene vocación de prosperidad, razón por la 

cual resulta imperativo negar la medida solicitada. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Girardot, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NIÉGASE la medida cautelar solicitada por la parte actora. 

 

SEGUNDO: SE RECONOCE personería para actuar como apoderado de la 

CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE CUNDINAMARCA – CAR, al abogado Luis Carlos 

Vergel Hernández, identificado con cédula de ciudadanía No. 79.507.353 de Bogotá 

y Tarjeta Profesional de Abogado No. 72.413 del C.S. de la J., conforme al poder que 

obra en el archivo PDF “009 ContestacionMedidaC” pág. 6 del expediente digital. 

 

TERCERO: SE REQUIERE a todos los sujetos procesales para que, si no lo han hecho, 

informen sus direcciones de correo electrónico personales mediante memorial 

dirigido al correo institucional jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co, debiendo 

los apoderados judiciales indicar aquella con la que se encuentran inscritos en el 

Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a lo 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
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prescrito en los artículos 3 del Decreto Legislativo No. 806 de 20208 y 13 del Acuerdo 

PCSJA20-11567 de 20209.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

-FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE – 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRÍGUEZ  

JUEZ 

 

                                                 
8 “Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y 
diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial 
competente, y a todos los demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del 
proceso o trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que 
realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las actuaciones y desde estos 
se surtirán todas las notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal. Es deber de los sujetos 
procesales, en desarrollo de lo previsto en el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, 
comunicar cualquier cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las notificaciones se sigan  
surtiendo válidamente en la anterior.  
Todos los sujetos procesales cumplirán los deberes constitucionales y legales para colaborar 
solidariamente con la buena marcha del servicio público de administración de justicia. La autoridad 
judicial competente adoptará las medidas necesarias para garantizar su cumplimiento.” /se destaca/. 
9 “Artículo 31.  Correos electrónicos de abogados.  Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los 
procesos judiciales o administrativos deberán suministrar la dirección de correo electrónico para 
recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados litigantes inscritos en el Registro Nacional de 
Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o actualizar su cuenta de correo 
electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a través de la Unidad de 
Registro Nacional de Abogados.” /se destaca/ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, veinticinco (25) de abril de dos mil veintidós (2022) 

                                                   

AUTO:                                               644 

RADICACIÓN:                25307-33-33-002-2022-00084-00 

PROCESO:                                         NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:                                JHON FREDY MOTATO 

DEMANDADO:                                 NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL 

 

El Despacho ADMITE la demanda de la referencia al observar que reúne los requisitos 

mínimos legales. En consecuencia, atendiendo a lo preceptuado en el Decreto 

Legislativo No. 806 de 4 de junio de 20201 y el Acuerdo PCSJA20-11567 del 5 de 

junio de 20202, se dispone: 

 

1. NOTIFÍQUESE el presente proveído a la parte demandante mediante anotación en estado 

electrónico, conforme al artículo 9 del Decreto Legislativo No 806 de 20203, en 

concordancia con el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 de 20204. 

 

2. NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al (i) Ministro de Defensa o a su delegado, (ii) al Agente 

del Ministerio Público, (iii) al Director General de la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado, a través de mensaje dirigido al buzón electrónico dispuesto para 

notificaciones judiciales, en la forma señalada en el artículo 8 del Decreto Legislativo 

No 806 de 20205, en concordancia con el canon 199 de la Ley 1437 de 2011 

(modificado por el precepto 48 de la Ley 2080 de 2021).  

 

3. CÓRRASE TRASLADO de la demanda por el término de treinta (30) días, de conformidad 

con lo señalado en el artículo 172 de la Ley 1437 de 2011; término que comenzará 

a correr conforme al artículo 8 (inciso 3º) del Decreto Legislativo No 806 de 20206, 

                                                           
1 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 
los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y 
Ecológica.”. 
2 “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”. 
3 “Artículo 9. Notificación por estado y traslados. Las notificaciones por estado se fijarán virtualmente, 
con inserción de la providencia, y no será necesario imprimirlos, ni firmarlos por el secretario, ni dejar 
constancia con firma al pie de la providencia respectiva. (…)  
Los ejemplares de los estados y traslados virtuales se conservarán en línea para consulta permanente 
por cualquier interesado.” /se destaca/. 
4 “Artículo 29.  Publicación de contenidos con efectos procesales. Los despachos judiciales del país 
podrán publicar notificaciones, comunicaciones, traslados, avisos y otras publicaciones con efectos 
procesales en el portal Web de la Rama Judicial.” /se destaca/.  
5 “Artículo 8. Notificaciones personales. Las notificaciones que deban hacerse personalmente también 
podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección 
electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío 
de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán 
por el mismo medio.” /se destaca/.  
6 “Artículo 8. Notificaciones personales. (…) 
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concordante con el canon 199 (inciso 4°) de la Ley 1437 de 2011 (modificado por el 

precepto 48 de la Ley 2080 de 2021).  

 

4. INFÓRMESE al representante legal de la entidad demandada que, al tenor de lo dispuesto 

en el numeral 4º y parágrafo 1º del artículo 175 del C.P.A.C.A., debe aportar durante 

el término del traslado de la demanda el expediente administrativo que contenga los 

antecedentes del acto acusado, así como la hoja de servicios del señor JHON FREDY 

MOTATO, identificado con cédula de ciudadanía No. 15.924.578; el incumplimiento 

de este deber legar constituye falta disciplinaria gravísima por parte del funcionario 

del asunto.  

 

Deberá enviar los documentos referidos al correo electrónico del Despacho 

jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co en formato PDF (en virtud del contenido 

de los artículos 2 del Decreto Legislativo No. 806 de 20207 y 28 del Acuerdo 

PCSJA20-11567 de 20208). 

 

5. SE REQUIERE a todos los sujetos procesales para que, si no lo han hecho, informen sus 

direcciones de correo electrónico personales mediante memorial dirigido al correo 

institucional distinguido en el numeral 4 precedente, debiendo los apoderados 

judiciales indicar aquella con la que se encuentran inscritos en el Registro Nacional 

de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a lo prescrito en los 

                                                           
La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles siguientes al 
envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación.” /se 
destaca/.  
7 “Artículo 2. Uso de ¡as tecnologías de la información y ¡as comunicaciones. Se deberán utilizar las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales  
y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, como también proteger a los 
servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, audiencias y diligencias y se permitirá 
a los sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales disponibles, 
evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o similares, que no sean estrictamente necesarias. 
Por tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, presentaciones personales 
o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en medios físicos.” /se destaca/ 
8 “Artículo 28.  Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los jueces y magistrados 
utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las actuaciones, comunicaciones, 
notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes 
actuar en los procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir 
formalidades presenciales innecesarias. 
Los memoriales y demás comunicaciones podrán ser enviados o recibidos, por el despacho, partes, 
apoderados e intervinientes, por correo u otro medio electrónico evitando presentaciones o 
autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.  
De preferencia se usará el formato PDF para los documentos escritos enviados o recibidos por medios 
electrónicos, usando algún mecanismo de firma para identificar al autor o emisor del documento e 
identificándolo con el número del radicado del proceso cuando corresponda.” /se destaca/ 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
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artículos 3 del Decreto Legislativo No. 806 de 20209 y 13 del Acuerdo PCSJA20-

11567 de 202010. 

6. Por reunir los requisitos de ley se reconoce personería al abogado DUVERNEY ELIUD 

VALENCIA OCAMPO, identificado con C.C. Nº 9.770.271 y T.P. Nº 218.976 del C.S.J., 

para actuar conforme al poder conferido por la parte actora /p. 1 PDF ‘003 

Anexos’/. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE 

 

-FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE- 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRÍGUEZ 

JUEZ 

 

                                                           
9 “Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y 
diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial 
competente, y a todos los demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del 
proceso o trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que 
realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las actuaciones y desde estos 
se surtirán todas las notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal. Es deber de los sujetos 
procesales, en desarrollo de lo previsto en el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, 
comunicar cualquier cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las notificaciones se sigan  
surtiendo válidamente en la anterior.  
Todos los sujetos procesales cumplirán los deberes constitucionales y legales para colaborar 
solidariamente con la buena marcha del servicio público de administración de justicia. La autoridad 
judicial competente adoptará las medidas necesarias para garantizar su cumplimiento.” /se destaca/. 
10 “Artículo 31.  Correos electrónicos de abogados.  Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los 
procesos judiciales o administrativos deberán suministrar la dirección de correo electrónico para 
recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados litigantes inscritos en el Registro Nacional de 
Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o actualizar su cuenta de correo 
electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a través de la Unidad de 
Registro Nacional de Abogados.” /se destaca/ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, veinticinco (25) de abril de dos mil veintidós (2022) 

                                                   

AUTO NO:   645 

RADICACIÓN:   25307-33-33-002-2021-00141-00 

PROCESO:  NULIDAD SIMPLE  

DEMANDANTE: LEONEL MAURICIO CORTÉS DÍAZ    

DEMANDADO: MUNICIPIO DE GIRARDOT – CONCEJO MUNICIPAL 

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir la solicitud de medida cautelar formulada por la parte 

actora, consistente en la suspensión provisional del acto administrativo enjuiciado.  

 

2. ANTECEDENTES 

 

LA DEMANDA /Archivo PDF ‘001 Demanda’ - carpeta C1 PRINCIPAL del expediente 

digital/ 

 

Pretende la parte demandante de manera principal se declare la nulidad de la 

Resolución No. 012 del 12 de mayo de 2021, emitida por la Mesa Directiva del 

Concejo Municipal de Girardot, “Por medio de la cual se convoca al concurso público 

de méritos para proveer el cargo de Personero(a) Municipal de Girardot -

Cundinamarca para el tiempo restante del periodo institucional de 2020 –2024”; y 

se condene en costas1 a la entidad demandada2.   

 

FUNDAMENTOS FÁCTICOS. 

 

Refiere en síntesis, el 15 de abril de 2021, el Concejo Municipal de Girardot 

comunicó la invitación pública de mínima cuantía No. MC-002-2021, a efectos de 

contratar con una institución de educación superior apoyo para la realización de la 

convocatoria pública del concurso de méritos para la elección del Personero 

municipal para el resto del periodo del 2021 al 2024, estableciendo en el numeral 

12 de los requisitos habilitantes, en cuanto a la experiencia del proponente el “No 

haber tenido inconvenientes de tipo jurídico en el que se haya caído en su totalidad 

                                                 
1 Si bien sobre este aspecto se solicita en la demanda que se imponga condena en costas y agencias en 
derecho, es de precisar que las costas procesales constituyen la carga económica que debe asumir la parte 
vencida en juicio, la cual está integrada por las expensas (todos aquellos gastos asumidos para adelantar 
el proceso, tales como honorarios de auxiliare de la justicia, gastos de notificación, envíos, copias etc.…) 
y las agencias en derecho1 (compensación reconocida al vencedor del litigio por los gastos de su 
defensa técnica, sin que tengan que corresponder con los honorarios pactados, y pueden fijarse aún sin la 
intervención de un profesional del derecho), (ver sentencia C-089 de 2002), razón por la cual solo 
referencia como pretensión la condena en costas.  
2 Archivo PDF ‘001 demanda’ pág. 16 -carpeta C1PRINCIPAL del expediente digital. 



 2 

un concurso de Personero por parte de algún Concejo al que la(s) entidad (es) le haya 

prestado su servicio”. 

 

La Corporación Universitaria de Colombia Ideas, en desarrollo de este proceso de 

selección, presentó su propuesta, sin manifestar el cumplimiento del requisito 

habilitante en mención. Falencia que no fue advertida ni verificada a través de 

requerimiento de aclaración sobre este tópico por el Secretario General del Concejo 

Municipal al momento de verificar el lleno de los requisitos habilitantes, 

estableciendo el cumplimiento de los mismos3, y subsiguientemente se surtió la 

aceptación de la oferta, pese a no cumplir con habilitación técnica para adelantar el 

concurso, circunstancia que afecta de nulidad la Resolución No. 012 del 12 de mayo 

de 2021, acto administrativo que además violó el principio de publicidad pues no se 

dio adecuada divulgación a la convocatoria, ni se contó en su expedición con la 

autorización previa de la Plenaria del Concejo Municipal, y omitió exigir en 

integridad los requisitos para el cargo ofertado. 

 

NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN. 

 

La parte actora invocó como normas violadas los artículos 2.2.6.5, 2.2.27.2 y 

2.2.27.3 del Decreto 1083 de 2015 2; Ley 136 de 1994 artículo170, modificado por 

el artículo 35 de la 1551 de 2012; Artículo 3 del C.P.A.C.A. 

 

En ese sentido, invoca como causales de nulidad la expedición irregular, falsa 

motivación, violación de las normas en que debía fundarse y falta de competencia, al 

haberse emitido el acto enjuiciado transgrediendo los requisitos de procedimiento 

para el efecto, a saber, verificación de los requisitos habilitantes, de la Corporación 

Universitaria de Colombia Ideas, finalmente seleccionada en la invitación pública de 

mínima cuantía No. MC-002-2021. 

 

Además, se incurre en violación del principio de publicidad, como quiera que no se 

dio una adecuada difusión a la convocatoria mediante avisos de prensa y radio, ni 

obra constancia de ello, incumpliendo el deber de dar publicación masiva a la 

convocatoria4, a limitarse a efectuar su publicación en la página web de la entidad 

en la que ni siquiera se surtió en un link denominado “convocatorias”, sino en el link 

“normatividad”, en el cual quedó ubicada en la segunda hoja por haberse surtido ese 

mismo día otras publicaciones. 

 

Dentro de la motivación del acto acusado se señala la necesidad de autorización 

previa de la Plenaria del Concejo Municipal; sin embargo, no se evidencia que se haya 

contado con ella, incurriéndose en una falta de competencia. Y dentro de los 

requisitos de participación del proceso de selección del Personero municipal, se exige 

en el numeral cuatro del artículo 8 de la Resolución No. 012 del 12 de mayo de 2021, 

el título de abogado, pese a que al tratarse de un municipio de segunda categoría debe 

                                                 
3 Situación de verificación de los requisitos habilitantes frente a la cual destaca, el Juzgado Tercero 
Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá – Sección Primera, mediante Auto del 19 de diciembre de 
2019, dentro del radicado No. 11001-3334-003-2019-330-00, decretó la suspensión provisional de los 
efectos jurídicos de la Resolución por medio de la cual el Concejo Municipal de Soacha convocó al 
concurso público de méritos para proveer el cargo de Personero Municipal de ese ente territorial, para el 
periodo 2020-2024. 
4 Situación en atención a la cual el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Sogamoso, en decisión 
del 12 de febrero de 2020, radicado No. 15238-33-33-002-2019-00200-00, y el Juez Décimo 
Administrativo del Circuito Judicial de Bucaramanga, en decisión del 8 de noviembre de 2019, radicado 
No. 68001-33-33- 010-2019-00370-00, decretaron medida provisional de suspensión de los efectos de 
las resoluciones expedidas por las Mesas Directivas de los Concejos Municipales de Sogamoso y 
Bucaramanga, por violación del principio de publicidad. 
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exigirse también título de postgrado de conformidad con el inciso segundo del 

artículo 170 de la Ley 136 de 1994. 

 

LA SOLICITUD DE LA MEDIDA CAUTELAR. /Archivo PDF ‘001 DEMANDA’ págs. 21 y siguientes 

Carpeta ‘C1Principal’ del expediente digital/. 

 

Fue formulada como medida cautelar de urgencia, invocando la realización de la 

prueba el 19 de junio de 2021 y publicación de resultados el 21 siguiente, institución 

jurídica de procedencia excepcional respecto de la que en análisis de su 

procedibilidad al momento de admitir la demanda se evidenció incumplido el 

presupuesto de suficiente justificación y acreditación de la urgencia, razón por la 

cual se surtió su traslado a la parte demandada, previo a resolver de fondo, 

providencia que no fue objeto de recurso alguno por la parte demandante. 

 

Como medida cautelar se solicita el decreto de suspensión provisional de los efectos 

de la Resolución No. 012 del 12 de mayo de 2021, por medio de la cual el Concejo 

del Municipio de Girardot convocó al concurso público de méritos para proveer el 

cargo de Personero(a) Municipal de Girardot para el tiempo restante del periodo 

institucional 2020 – 2024. Y en sustento remite al acápite de normas violadas y 

concepto de violación, destacando que de no accederse a lo solicitado resultaría más 

gravoso para el interés público esperar hasta la sentencia para que la administración 

ajuste su actuación mediante la realización de un nuevo concurso de méritos, cuando 

en casos similares este tipo de medida ha sido adoptada por Juzgados Administrativos 

de Bogotá y Santander.  

 

TRÁMITE DADO A LA SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR. 

 

De la petición de medida cautelar se corrió traslado mediante proveído visible en 

archivo PDF ‘002 1580ns21141MGirardotMedidaUrgenciaAdmiteDda’ -Carpeta C2 

MEDIDACAUTELAR del expediente digital. 

 

De esta manera, la parte demandada se pronunció sobre la medida cautelar solicitada 

/Archivo PDF ‘010 OposicionMedida’ -Carpeta C2 MEDIDACAUTELAR del expediente 

digital/, presentando oposición a la medida cautelar al señalar que el requisito 

habilitante echado de menos por el demandante, sí fue cumplido por la institución 

adjudicataria, pues “se puede identificar que la propuesta técnica en el numeral 1.1. 

se sostiene por el proponente que el servicio ofertado esté libre de cualquier demanda 

o reclamación y remite al anexo 2 en el cual se relaciona el número de procesos 

adelantados, de lo cual se infiere en este orden de ideas que cumple con el requisito 

habilitante”, con todo, este requisito habilitante no constituye un elemento objetivo 

de selección que encuentre direccionado a garantizar la capacidad del contratista. 

 

El concurso público de méritos para la elección de Personeros municipales se 

encuentra regulado en el Decreto 1083 de 2015, pues de conformidad con los 

parámetros allí fijados, la publicidad se efectúa bajo reglas especiales en la página 

web, conforme lo habilita su artículo 2.2.27.3, que por su carácter especial su 

aplicación prevalece sobre la regla general citada por el demandante, sin que exista 

exigencia respecto del tipo de link correspondiente, de modo que no se genera 

afectación alguna al publicarla en el link de normatividad, máxime cuando la 

convocatoria regula el proceso de selección. 
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Si bien en la convocatoria se menciona como requisito el ser abogado, se trata de un 

requisito mínimo para participar, que no genera afectación alguna que amerite la 

suspensión del acto enjuiciado, como quiera que participar es distinto a ser elegido. 

 

En esta secuencia, no se encuentran cumplidos los presupuestos para el decreto de la 

medida cautelar deprecada, ya que no se evidencia a primera vista la transgresión 

alegada, y para el efecto se deben analizar no solo las disposiciones jurídicas 

invocadas sino además todas aquellas que guardan relación con el presente asunto, 

para lo cual deben surtirse las demás etapas procesales. Con todo, no se cumple con 

la carga argumentativa de debida sustentación de la medida deprecada. 

 

En virtud de lo anterior, solicita no se acceda a la medida cautelar por carecer de 

fundamento para su decreto y por no existir una vulneración que pueda ser advertida 

en este momento con fundamento en lo establecido en el artículo 231 de la Ley 1437 

de 2011.  

 

CONSIDERACIONES 

 

En síntesis, logra entender el Despacho que la parte demandante solicita la suspensión 

provisionalmente de los efectos de la Resolución No. 012 del 12 de mayo de 2021, 

por medio de la cual el Concejo del Municipio de Girardot convocó al concurso 

público de méritos para proveer el cargo de Personero(a) Municipal de Girardot para 

el tiempo restante del periodo institucional 2020 – 2024.  

 

Al respecto, la parte actora presentó argumentos en la solicitud de medida cautelar 

para sustentar la misma, los cuales encuentran integradas con las consideraciones 

consignadas en el libelo demandador -acápite denominado “NORMAS VIOLADAS Y 

CONCEPTO DE VIOLACIÓN” /Archivo PDF ‘001 Demanda’ pág. 13 y siguientes – carpeta 

C1PRINCIPAL del expediente digital/. 

 

PREMISA NORMATIVA Y JURISPRUDENCIAL ASOCIADA A LA MEDIDA CAUTELAR DEPRECADA. 

 

El propósito de las medidas cautelares es proteger y garantizar provisionalmente el 

objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, conforme se provee en el artículo 

229, capítulo XI de la Ley 1437 de 2011. 

 

Dicha normativa establece que, antes de notificar el auto admisorio de la demanda o 

en cualquier estado del proceso, el demandante puede presentar solicitud de medida 

cautelar, y el juez deberá decretar aquellas que estime procedentes y necesarias para 

garantizar de manera provisional el objeto del proceso. 

 

Para el efecto, la Ley 1437 de 2011 incluyó en su artículo 230 una amplia tipología 

de medidas cautelares, dentro de las cuales se encuentra la que con anterioridad 

había previsto el derogado Decreto 01 de 1984, consistente en la suspensión 

provisional del acto administrativo demandado; la norma en mención consagra: 

 

“Artículo 230. Contenido y alcance de las medidas cautelares. Las 

medidas cautelares podrán ser preventivas, conservativas, anticipativas o 

de suspensión, y deberán tener relación directa y necesaria con las 

pretensiones de la demanda. Para el efecto, el Juez o Magistrado Ponente 

podrá decretar una o varias de las siguientes medidas:  
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(…) 3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo” 

 

De otro lado, el artículo 231 ibídem, establece los requisitos de procedencia de las 

medidas cautelares, veamos: 

 

“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando 

se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión 

provisional de sus efectos procederá por violación de las disposiciones 

invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito 

separado, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su 

confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del 

estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente 

se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de 

perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los 

mismos (…)” /Subrayas y negrillas fuera de texto/ 

 

Así las cosas, para poder decretar la suspensión de los actos administrativos, se 

requiere no solamente realizar una confrontación de las normas invocadas como 

transgredidas, sino que también se deben estudiar las pruebas allegadas con la 

solicitud de medida cautelar.  

 

Al respecto, el Consejo de Estado ha analizado las medidas cautelares en el marco de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta las novedades que incluyó esta normativa y 

delimitando el alcance del estudio que debe realizar el Juez al momento de decidir 

sobre una solicitud de medida cautelar, así5: 

 

“Como lo destacó esta Corporación en un pronunciamiento anterior 

proferido en el marco de la nueva normatividad establecida en el CPACA 

(Ley 1437 de 2011), para la suspensión provisional se prescindió de la 

“manifiesta infracción” hasta allí vigente y se interpretó que, “la nueva 

normativa presenta una variación significativa en la regulación de esta 

figura, por cuanto la norma obliga al juez administrativo a realizar el 

análisis entre el acto y las normas invocadas como transgredidas y a 

estudiar las pruebas allegadas con la solicitud”5. Esta es una reforma 

sustancial, si se tiene en cuenta que ello habilita al juez a realizar un 

estudio no simplemente superficial de la solicitud de la medida sino que 

incluye la apreciación de las pruebas aportadas al efecto. Todo esto, 

lógicamente, sin incurrir en una valoración de fondo más propia de la 

fase de juzgamiento que de este primer momento del proceso; ya que, 

conforme lo estatuido por el artículo 229 CPACA en su inciso 2º, “la 

decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento”. 

 

Debe puntualizarse que en relación con la solicitud de suspensión transitoria de los 

efectos de una o varias declaraciones administrativas, no es menester analizar el 

cumplimiento de los demás requisitos señalados en los numerales 1 a 4 del citado 

canon 231 de la Ley 1437 de 2011, pues bien en su 2º inciso (siguiente al apartado 

normativo transcrito en líneas previas), al señalar el legislador que “En los demás 

casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran los siguientes 

requisitos (…)” /Se destaca/, se extrae que tales exigencias solo se deben verificar en 

                                                 
5 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. subsección A. Consejero 
ponente: Dr. GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN. Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de 
dos mil trece (2013). Radicación número: 11001-03-25-000-2012-00491-00(1973-12). 
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relación con medidas cautelares distintas a la suspensión de los efectos de un acto 

administrativo. 

 

En este orden de exposición, dado que esta figura busca dejar en suspenso y de forma 

transitoria la presunción de legalidad del acto, previo a una decisión definitiva dentro 

del proceso respectivo y sin que el Juez deba realizar un análisis de mérito sobre el 

asunto planteado, en todo caso ha de evidenciarse la transgresión que el acto 

administrativo materializa sobre las normas invocadas. Al respecto el H. Consejo de 

Estado expuso: 

 

“…Como lo tiene decantada la jurisprudencia de esta Corporación, la 

suspensión provisional de los actos administrativos, prevista como 

medida cautelar en el artículo 231 del CPACA, fue concebida para evitar 

que las decisiones de las autoridades manifiestamente ilegales puedan 

producir o continuar produciendo efectos, mientras sobreviene el fallo de 

fondo que los retire del ordenamiento jurídico, si resultan ciertos los 

argumentos de la demanda; de igual manera, se ha precisado que la 

medida implica desvirtuar de manera transitoria y anticipada la 

presunción de legalidad que acompaña los actos de la administración, es 

decir, que se constituye como juicio previo que conduce a negar aquella 

presunción. Por lo anterior, para desvirtuar tal presunción, es imperativo 

demostrar que la trasgresión del ordenamiento surge de la sola 

descripción de lo que mandan o prohíben las normas superiores y el 

contenido del acto acusado, de cuyo cotejo debe aparecer de modo nítido, 

directo y evidente que la aplicación de este, pugna con la vigencia de la 

norma de orden superior; empero, si para verificar los supuestos que 

soportan la solicitud de suspensión provisional es necesario hacer algún 

tipo de análisis que implique elaboradas deducciones, ya no procede la 

medida cautelar pues debe privilegiarse la presunción de legalidad propia 

de los actos de la administración, lo que sin más implica que, de no ser 

evidente la violación al ordenamiento jurídico, debe reservarse su 

decisión para la sentencia de fondo, previo el estudio cuidadoso de todo 

el acervo probatorio vertido al plenario por las partes…”6 /Resaltado y 

subrayas son del Despacho/. 

 

Y en pronunciamiento efectuado por el H. Consejo de Estado el cinco (5) de julio de 

2017 (C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa), en el proceso radicado 11001-03-

26-000- 2017-00083-00(59493), expuso el Alto Tribunal: 

 

“3.1.- Las medidas cautelares en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

3.1.1.- Los artículos 229 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 consagran 

un amplio y novedoso sistema de medidas cautelares en el procedimiento 

contencioso administrativo que son aplicables en aquellos casos en que se 

consideren “necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el 

objeto del proceso y la efectividad de la sentencia”, conforme a las notas 

del mismo artículo, de donde se infiere que la institución cautelar es una 

                                                 
6 5 H. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A; 
providencia de veintitrés (23) de julio de dos mil catorce (2014). Rad. 68001-23-33-000-2013- 0221-
01(3531-13), Consejero ponente: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. 
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manifestación legislativa concreta de la garantía de efectividad del 

derecho al acceso a la administración de justicia78; comoquiera que se 

busca evitar que la duración del proceso afecte a quien que acude a la 

jurisdicción, a tal punto que para el momento de obtener una decisión 

favorable se torne en ilusorio el ejercicio del derecho reconocido, pues al 

decir de Chiovenda “la necesidad de servirse del proceso para conseguir 

la razón no debe convertirse en daño para quien tiene la razón”9 

 

3.1.2.- El anterior aserto se sustenta en que a través de la tutela cautelar 

se protege de manera provisional e inmediata una posición jurídica en 

concreto (bien sea particular o general) que es objeto de litigio ante la 

jurisdicción contenciosa administrativa y que encuentra en entredicho su 

ejercicio a plenitud en razón a la amenaza que supone, en general, la 

acción de la administración pública, bien sea a partir de una decisión, 

una acción u omisión, etc.; por citar algunas manifestaciones particulares 

del accionar de la administración. 

 

3.1.3.- Avanzando en la tipología desarrollada por el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se 

diferencia entre medidas cautelares preventivas, tendientes a operar 

como una suerte de acción impeditiva para que no se pueda consolidar 

una afectación a un derecho; conservativas que buscan mantener o 

salvaguardar un statu quo ante; anticipativas, en donde se pretende 

satisfacer por adelantado la pretensión perseguida por el demandante, 

mediante una decisión que propiamente correspondería al fallo que 

ponga fin al proceso y que se justifica en tanto que de no adoptarse se 

incurriría en un perjuicio irremediable para el actor, y de suspensión que 

corresponde a la medida tradicional en el proceso contencioso 

administrativo de privación temporal de los efectos de una decisión 

administrativa. 

 

3.1.4.- Es preciso resaltar que el Código no establece un numerus clausus 

de medidas cautelares, por el contrario, se trata de un sistema innominado 

de medidas con el que se persigue adoptar unas decisiones inmediatas de 

                                                 
7 Al respecto la jurisprudencia ha sostenido que: 5.2. La Corte Constitucional ha señalado en repetidas 
oportunidades que las medidas cautelares tienen amplio sustento en el texto de la Constitución Política, 
puesto que desarrollan el principio de eficacia de la administración de justicia, son un elemento integrante 
del derecho de todas las personas a acceder a la administración de justicia y contribuyen a la igualdad 
procesal (CP arts. 13, 228 y 229). Han sido previstas como aquellos instrumentos con los cuales el 
ordenamiento protege, de manera provisional, y mientras dura el proceso, un derecho que está siendo 
controvertido dentro de ese mismo proceso, teniendo en cuenta el inevitable tiempo de duración de los 
procesos judiciales.” Corte Constitucional, Sentencia C-529 de 2009. En el mismo sentido C-490 de 2000. 
8 “4. (…) el propósito de las medidas provisionales, en los sistemas jurídicos nacionales (derecho procesal 
interno) en general, es preservar los derechos de las partes en controversia, asegurando que la ejecución 
de la sentencia de fondo no se vea obstaculizada o impedida por las acciones de aquéllas, pendente lite7. 
5. (…) en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos las medidas provisionales tienen un carácter 
no sólo cautelar, en el sentido de que preservan una situación jurídica, sino fundamentalmente tutelar, 
por cuanto protegen derechos humanos, en la medida en que buscan evitar daños irreparables a las 
personas. Siempre y cuando se reúnan los requisitos básicos de la extrema gravedad y urgencia y de la 
prevención de daños irreparables a las personas, las medidas provisionales se transforman en una 
verdadera garantía jurisdiccional de carácter preventivo7 .”. Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Resolución de 22 de septiembre de 2006. Solicitud de medidas cautelares por parte de la Comisión IDH 
respecto de la República de Colombia a favor de Mery Naranjo y otros. En el mismo sentido véase: Caso 
Del Centro Penitenciario Región Capital Yare I y Yare II (Cárcel De Yare). Medidas Provisionales. 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 30 marzo de 2006, considerando cuarto; 
Caso Del Internado Judicial De Monagas (“La Pica”). Medidas Provisionales. Resolución de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos de 13 de enero de 2006, considerando cuarto. 
9 CHIOVENDA, Giuseppe. Istituzioni di diritto processuale civile, Edit. Jovene, 1960, vol. 1. P. 147. 
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cualquier tipo con el fin de responder a las necesidades que demande una 

situación específica; lo que se corrobora con una revisión al artículo 230 

que establece que se puede: “ordenar que se mantenga la situación…”, 

“suspender un procedimiento o actuación administrativa…”, “suspender 

provisionalmente los efectos de un acto administrativo”; hasta llegar a 

aquellas en las cuales se permite “ordenar la adopción de una decisión 

administrativa, o la realización o demolición de una obra con el objeto de 

evitar o prevenir un perjuicio o la agravación de sus efectos” y, por 

último, “impartir ordenes o imponerle a cualquiera de las partes del 

proceso obligaciones de hacer o no hacer”. 

 

3.1.5.- Por último, el Despacho pone de presente el carácter 

decididamente autónomo de la tutela cautelar a través de las 

denominadas “medidas cautelares de urgencia”, establecidas en el 

artículo 234 del Código y con las que se procura la adopción de una 

medida provisional de manera inmediata, en donde – dada la situación de 

inminente riesgo de afectación de los derechos del interesado – se 

prescinde del trámite de notificación a la contraparte y puede ordenarse 

la misma, inclusive, de manera previa a la notificación del auto admisorio 

de la demanda (conforme al artículo 229 del Código). (…) 

 

3.1.8.- Con base en la anterior jurisprudencia, cabe comprender y 

reconocer a la institución cautelar como un procedimiento autónomo al 

proceso contencioso administrativo, de ahí, entonces, que se conciba 

como una garantía efectiva y material del acceso a la administración de 

justicia. Conforme a ello, para la procedencia de las medidas cautelares 

debe tenerse en cuenta presupuestos constitucionales, convencionales y 

legales, lo que lleva a decir que al Juez Administrativo le corresponde 

remover los obstáculos eminentemente formales que llegaren a impedir 

la adopción de estas medidas en los casos en que exista una seria y 

verdadera amenaza de vulneración de derechos, bienes o intereses 

jurídicos…” /Negrillas son del Juzgado/. 

 

En este sentido, acorde a los anteriores planteamientos, procederá el Despacho a 

resolver la petición de suspensión provisional del acto administrativo acusado, 

advirtiéndose que, conforme a lo prescrito en el inciso 2° del artículo 229 de la Ley 

1437 de 2011, la decisión que sea adoptada en la presente providencia no habrá de 

implicar prejuzgamiento. 

 

EL CASO CONCRETO. 

 

En el caso objeto de análisis, la solicitud de medida cautelar consiste, como se señaló 

anteriormente, en la suspensión provisional de los efectos de la Resolución No. 012 

del 12 de mayo de 2021, por medio de la cual el Concejo del Municipio de Girardot 

convocó al concurso público de méritos para proveer el cargo de Personero(a) 

Municipal de Girardot para el tiempo restante del periodo institucional 2020 – 

202410. 

    

Ahora bien, al realizar una confrontación de la solicitud de suspensión del acto 

acusado y las normas que se aducen como vulneradas, que corresponden a las citadas 

en el acápite denominado “NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN” /Archivo PDF 

                                                 
10 Archivo PDF ‘001’ pág. 6 -carpeta C4 EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO del expediente digital. 
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‘001 Demanda’ pág. 13 y siguientes – carpeta C1PRINCIPAL del expediente digital/, no 

puede concluirse en esta primigenia etapa, la transgresión de las normas invocadas, 

pues en el presente asunto, no se dan los presupuestos para determinar si 

efectivamente se ha quebrantado la normativa a la que alude el demandante, líneas 

atrás relacionadas. 

 

De esta manera, de la sola confrontación de las normas invocadas, no se puede arribar 

a la convicción de su violación que haga procedente la suspensión provisional de los 

efectos de los actos administrativos atacados, ya que en criterio del Despacho, para 

concluir que existe una contradicción, resulta indispensable analizar en conjunto la 

normativa en que se fundamentó el CONCEJO DEL MUNICIPIO DE GIRARDOT para expedir 

el acto acusado frente a los cargos de nulidad aludidos por la parte actora, análisis 

que es propio de la decisión de fondo del asunto sometido a control. Cosa distinta, por 

supuesto, es la eventual nulidad que del acto enjuiciado se declare, lo cual 

únicamente es objeto de definición, se itera, en la sentencia que ponga fin a esta 

instancia. 

 

En refuerzo de esta premisa es de destacar en punto de la alegación de contradicción 

entre el numeral 4 de la Resolución No. 012 del12 de marzo de 2021, y el artículo 

170 de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 35 de la 1551 de 2012, esta 

no se evidencia, pues indican textualmente: 

 
Numeral cuarto del artículo 8 de la Resolución 
No. 012 del12 de marzo de 2021. 

Artículo 170 de la Ley 136 de 1994, modificado 
por el artículo 35 de la 1551 de 2012. 

 
“ARTICULO 8°. REQUISITOS DE 
PARTICIPACIÓN. Para participar en el proceso 
de selección se requiere: 
 
(…) 
 
4. Título de Abogado, expedido por una 
Institución de Educación Superior, universidad 
pública o privada, reconocida por el Ministerio 
de Educación Nacional o haber terminado 
estudios de derecho.” (se destaca) 
 
 
 

 
“ARTÍCULO 170. ELECCIÓN. <Artículo 
modificado por el artículo 35 de la Ley 1551 de 
2012. El nuevo texto es el siguiente:> 
 
<Aparte tachado INEXEQUIBLE> Los Concejos 
Municipales o distritales según el caso, elegirán 
personeros para periodos institucionales de 
cuatro (4) años, dentro de los diez (10) primeros 
días del mes de enero del año en que inicia su 
periodo constitucional, previo concurso público 
de méritos que realizará la Procuraduría 
General de la Nación, de conformidad con la ley 
vigente. Los personeros así elegidos, iniciarán su 
periodo el primero de marzo siguiente a su 
elección y lo concluirán el último día del mes de 
febrero del cuarto año. 
 
<Inciso 2. INEXEQUIBLE> 
 
Para ser elegido personero municipal se 
requiere: En los municipios de categorías 
especial, primera y segunda títulos de abogado y 
de postgrado. En los municipios de tercera, 
cuarta y quinta categorías, título de abogado. En 
las demás categorías podrán participar en el 
concurso egresados de facultades de derecho, 
sin embargo, en la calificación del concurso se 
dará prelación al título de abogado. 
(…)” (se destaca) 

 

Normativa de cuyo contraste no se observa infracción, como quiera que si bien el 

Municipio de Girardot es de segunda categoría11, y el artículo 170 de la Ley 136 de 

1994, modificado por el artículo 35 de la 1551 de 2012, fija las condiciones que 

                                                 
11 Tal como lo certifica el artículo 2 de la Resolución 190 de 2020, “Por la cual se expide la certificación 
de categorización de las entidades territoriales: departamentos, distritos y municipios, conforme a lo 
dispuesto en las Leyes 136 de 1994, 617 de 2000 y el Decreto 2106 de 2019.” 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1551_2012.html#35
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=329
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=3771
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=87968


 10 

deben cumplirse para ser elegido personero, que para el caso de los municipios de 

categorías especial, primera y segunda comprenden la de contar con título de 

abogado y postgrado, tópico sobre el cual el artículo 8 de la Resolución No. 012 del 

12 de marzo de 2021, hace mención únicamente del requisito de ser abogado, ello 

no evidencia infracción de la normativa de rango legal, por cuanto este acto 

administrativo fijó las exigencias para participar en la convocatoria, no para ser 

elegido, circunstancia que permite la participación de aquellos aspirantes que 

contando con el título de abogado, tengan la expectativa de obtener en desarrollo de 

la misma el título de postgrado que se exige para su elección, estadio final de este tipo 

de procesos de selección, para el cual pueden llegar a obtener el título que se les exige. 

De modo que, el requerimiento únicamente del título de abogado, para participar del 

proceso de selección del Personero Municipal de Girardot para el tiempo restante del 

periodo institucional de 2020 –2024, resulta garantista de las aspiraciones de todos 

aquellos ciudadanos con título de abogado, de hacer parte de esta convocatoria, 

durante cuyo desarrollo pueden llegar a obtener el título de postgrado que exige el 

Legislador para ocupar el cargo, escenario que prima facie no se opone a lo dispuesto 

en la Ley 1551/12. 

 

Corolario, en este momento procesal no es posible determinar la existencia o no de la 

transgresión de las normas invocadas, bajo el análisis de los elementos de juicio que 

obran hasta ahora. En este orden de ideas, debe concluirse que la solicitud de 

suspensión provisional del acto administrativo en censura no tiene vocación de 

prosperidad, razón por la cual resulta imperativo negar la medida solicitada. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Girardot, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NIÉGASE la medida cautelar solicitada por la parte actora. 

 

SEGUNDO: SE RECONOCE personería para actuar como apoderado del MUNICIPIO DE 

GIRARDOT, al abogado Wilson Leal Echeverry como apoderado principal, identificado 

con cédula de ciudadanía No. 14.243.243 de Ibagué y Tarjeta Profesional de Abogado 

No. 42.406 del C.S. de la J., y al abogado Juan Guillermo González Zota como 

apoderado suplente, identificado con cédula de ciudadanía No. 93.406.841 de Ibagué 

y Tarjeta Profesional de Abogado No. 133.464 del C.S. de la J, conforme al poder que 

obra en el archivo PDF “017 Poder” pág. 1 del expediente digital. 

 

TERCERO: SE REQUIERE a todos los sujetos procesales para que, si no lo han hecho, 

informen sus direcciones de correo electrónico personales mediante memorial 

dirigido al correo institucional jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co, debiendo 

los apoderados judiciales indicar aquella con la que se encuentran inscritos en el 

Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a lo 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
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prescrito en los artículos 3 del Decreto Legislativo No. 806 de 202012 y 13 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 202013.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

-FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE – 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRÍGUEZ  

JUEZ 

 

                                                 
12 “Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y 
diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial 
competente, y a todos los demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del 
proceso o trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que 
realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las actuaciones y desde estos 
se surtirán todas las notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal. Es deber de los sujetos 
procesales, en desarrollo de lo previsto en el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, 
comunicar cualquier cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las notificaciones se sigan  
surtiendo válidamente en la anterior.  
Todos los sujetos procesales cumplirán los deberes constitucionales y legales para colaborar 
solidariamente con la buena marcha del servicio público de administración de justicia. La autoridad 
judicial competente adoptará las medidas necesarias para garantizar su cumplimiento.” /se destaca/. 
13 “Artículo 31.  Correos electrónicos de abogados.  Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los 
procesos judiciales o administrativos deberán suministrar la dirección de correo electrónico para 
recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados litigantes inscritos en el Registro Nacional de 
Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o actualizar su cuenta de correo 
electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a través de la Unidad de 
Registro Nacional de Abogados.” /se destaca/ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, veinticinco (25) de abril de dos mil veintidós (2022) 

                                                   

AUTO NO:   646 

RADICACIÓN:   25307-33-33-002-2021-00179-00 

PROCESO:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO   

DEMANDANTE: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL    

DEMANDADO: WILMER RAIMUNDO BOHÓRQUEZ ANAYA 

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir la solicitud de medida cautelar formulada por la parte 

actora, consistente en la suspensión provisional del acto administrativo enjuiciado.  

 

2. ANTECEDENTES 

 

LA DEMANDA /Archivo PDF ‘002 demanda’ y ‘012 SubsanacionDemanda’ - carpeta C1 

PRINCIPAL del expediente digital/ 

 

Pretende la parte demandante se declare la nulidad parcial del acto administrativo 

OAP No. 2235 del 28 de septiembre de 2017, mediante el cual se efectúa el cambio 

de arma de artillería al cuerpo logístico con la especialidad de sanidad del señor 

WILDER RAIMUNDO BOHÓRQUEZ ANAYA1; y se declare la nulidad de la Resolución 

No. 1659 del 25 de junio de 2018, mediante la cual se reconoció al demandado el 

pago de la prima de especialista al ser escalonado al cuerpo logístico en la 

especialidad de sanidad. 

 

En consecuencia, a título de restablecimiento del derecho, solicita (i) se deje sin efecto 

el reconocimiento de la prima de especialista reconocida mediante Resolución No. 

1659 del 25 de junio de 2018, (ii) se ordene la devolución de los emolumentos 

pagados al demandado por concepto de prima de especialista.       

 

FUNDAMENTOS FÁCTICOS. 

 

Refiere en síntesis que el señor WILMER RAIMUNDO BOHÓRQUEZ ANAYA fue 

vinculado al Ejército Nacional en calidad de Suboficial mediante Orden 

Administrativa No. 1280 de 1 de septiembre de 2007, con el arma de Infantería, y 

mediante OAP No. 2235 de fecha 28 de septiembre de 2017, fue cambiado de arma 

de artillería2 al cuerpo logístico con especialidad en sanidad. 

 

El 14 de agosto de 2019, a través del Oficio No. 20193131558691 la Dirección de 

Personal del Ejército Nacional solicita al Fiscal Primero Seccional - Coordinador 

                                                 
1 Archivo PDF ‘012 SubsanacionDemanda’ pág. 2 -carpeta C1PRINCIPAL del expediente digital. 
2 Circunstancia de la que advierte inconsistencia por haber sido vinculado con arma de infantería.  
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Estructura de Apoyo Seccional Cundinamarca información sobre el proceso penal 

que se encuentra en desarrollo “por hechos que dieron origen al cambio de armas 

presentadas al parecer por funcionarios de forma ilegal con el fin de adelantar los 

trámites administrativos al interior de la Fuerza.”. Y al obtenerse copia de la 

investigación penal adelantada bajo el radicado No. 110016099071201800035, 

junto con su material probatorio y evidencia física, se pudo determinar de forma 

inequívoca la expedición irregular de los actos administrativos e individualizar a los 

involucrados, actos que derivaron de la manipulación de los sistemas informáticos 

para lograr el cambio de arma, cuerpo y/o especialidad de varios suboficiales aún 

cuando estos no cumplían con los requisitos establecidos en el artículo 2.3.1.1.1.9 

del Decreto 1070 de 2015.  

 

En relación al demandado se evidenció que su cambio de arma se surtió sin el 

cumplimiento de los requisitos legales, pues la Orden Administrativa de Personal No. 

02235 de fecha 27 de septiembre de 2017, que registra el funcionario en su historia 

laboral, no existe.  

 

La Sección de Ascensos y Retiros de la Dirección de Personal del Ejército, informó que 

no existen los soportes documentales que se exigen para la expedición de este acto 

administrativo. Sin embargo, obra oficio No. 20183052354761 de fecha 1 de 

diciembre de 2018, emitido por el Analista de Ascensos de Suboficiales, vinculado 

formalmente dentro de la investigación penal de los cambios de armas, por ser el 

administrador del sistema SIATH, en el cual manifiesta que mientras desempeñó el 

cargo perdió el archivo correspondiente a los años 2017 y 2018 con fundamento en 

el cual se sustentaron unos cambios de arma, incluido el del aquí demandado. 

 

Tampoco aparece en el archivo central de Medicina Legal, el concepto de aptitud 

psicofísica del señor WILMER RAIMUNDO BOHÓRQUEZ ANAYA, ni su ficha médica 

para el cambio de arma de año 2017. Ausencia de insumos que hace imposible el 

cumplimiento de los requisitos previstos para el cambio de fuerza, arma, cuerpo y/o 

especialidad. 

 

NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN. 

 

La parte actora invocó como normas violadas los artículos 2, 4, 6, 13, 29, 121, 122, 

123 inc. 2, 209 y 217 constitucionales; artículos 10, 22, 23 y 25 del Decreto 1790 

de 2000; y artículos 2.3.1.1.1.8, 2.3.1.1.1.5 y 2.3.1.1.1.9 del Decreto 1070 de 2015. 

 

En ese sentido, invoca como causal de nulidad la infracción de las normas en que 

debería fundarse y falsa motivación, para señalar que efectivamente producto de la 

manipulación de los sistemas informáticos del Ejército Nacional, se produjo el cambio 

de arma del demandado y otros miembros de la Fuerza Pública, lo cual configura 

violación al debido proceso, y desconoce los requisitos previstos en el artículo 

2.3.1.1.1.9 del Decreto 1070 de 2015, para el cambio de fuerza, arma, cuerpo y/o 

especialidad. Evidenciándose en el caso del demandado la ausencia del concepto de 

aptitud psicofísica y de su ficha médica para el cambio de arma del año 2017, no 

teniéndose certeza sobre el cumplimiento de los demás requisitos legales.  
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LA SOLICITUD DE LA MEDIDA CAUTELAR. /Archivo PDF ’001 MEDIDACAUTELAR’ pág. 1 

Carpeta ‘C2 MedidaCautelar’ del expediente digital/. 

 

En escrito separado, solicita la parte demandante la suspensión provisional de los 

efectos del acto administrativo OAP No. 2235 del 28 de septiembre de 2017, 

mediante el cual se efectúa el cambio de arma de artillería al cuerpo logístico con la 

especialidad de sanidad del señor WILDER RAIMUNDO BOHÓRQUEZ ANAYA, 

reiterando en sustento los argumentos expuestos en la demanda, y destacando los 

perjuicios que le causan los efectos del acto administrativo enjuiciado, a saber, la 

ausencia de idoneidad del demandado para desempeñar sus nuevas funciones, la 

generación del pago de la prima de especialista, la correlativa pérdida de un militar 

apto para el cumplimiento de operaciones militares debido a que este pasa a cumplir 

funciones administrativas con el cabio de arma, y finalmente, se genera un 

desequilibrio de los ascensos por cuanto al cuerpo logístico, se le permite ascender al 

grado inmediatamente superior, aun cuando tengan algún tipo de disminución de la 

capacidad psicofísica, lo cual genera un aumento de ascensos de militares con 

funciones administrativas, mientras disminuye el de aquellos con funciones en el área 

de operaciones. 

 

TRÁMITE DADO A LA SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR. 

 

De la petición de medida cautelar se corrió traslado mediante proveído visible en 

archivo PDF “002 1917nr21179EjércitoTrasladoMed’ -Carpeta C2 MEDIDACAUTELAR 

del expediente digital. 

 

De esta manera, la parte demandada no efectuó pronunciamiento alguno a pesar de 

haber sido notificada al correo electrónico institucional con el que cuenta, envío que 

arrojó el correspondiente acuse de entrega / archivos PDF “003 

NotificacionMedidaPartes’ y “004 acuseDemandado” -Carpeta C2 MEDIDACAUTELAR 

del expediente digital. 

 

CONSIDERACIONES 

 

En síntesis, logra entender el Despacho que la parte demandante solicita se suspenda 

provisionalmente los efectos del acto administrativo OAP No. 2235 del 28 de 

septiembre de 2017, mediante el cual se efectúa el cambio de arma de artillería al 

cuerpo logístico con la especialidad de sanidad del señor WILDER RAIMUNDO 

BOHÓRQUEZ ANAYA.  

 

Al respecto, la parte actora sustentó la solicitud de medida cautelar esencialmente en 

las consideraciones consignadas en el libelo demandador -acápite denominado 

“FUNDAMENTOS DE DERECHO” /Archivo PDF ‘002 demanda pág. 3 y siguientes – carpeta 

C1PRINCIPAL del expediente digital/. 

 

PREMISA NORMATIVA Y JURISPRUDENCIAL ASOCIADA A LA MEDIDA CAUTELAR DEPRECADA. 

 

El propósito de las medidas cautelares es proteger y garantizar provisionalmente el 

objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, conforme se provee en el artículo 

229, capítulo XI de la Ley 1437 de 2011. 
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Dicha normativa establece que, antes de notificar el auto admisorio de la demanda o 

en cualquier estado del proceso, el demandante puede presentar solicitud de medida 

cautelar, y el juez deberá decretar aquellas que estime procedentes y necesarias para 

garantizar de manera provisional el objeto del proceso. 

 

Para el efecto, la Ley 1437 de 2011 incluyó en su artículo 230 una amplia tipología 

de medidas cautelares, dentro de las cuales se encuentra la que con anterioridad 

había previsto el derogado Decreto 01 de 1984, consistente en la suspensión 

provisional del acto administrativo demandado; la norma en mención consagra: 

 

“Artículo 230. Contenido y alcance de las medidas cautelares. Las 

medidas cautelares podrán ser preventivas, conservativas, anticipativas o 

de suspensión, y deberán tener relación directa y necesaria con las 

pretensiones de la demanda. Para el efecto, el Juez o Magistrado Ponente 

podrá decretar una o varias de las siguientes medidas:  

 

(…) 3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo” 

 

De otro lado, el artículo 231 ibídem, establece los requisitos de procedencia de las 

medidas cautelares, veamos: 

 

“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando 

se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión 

provisional de sus efectos procederá por violación de las disposiciones 

invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito 

separado, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su 

confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del 

estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente 

se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de 

perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los 

mismos (…)” /Subrayas y negrillas fuera de texto/ 

 

Así las cosas, para poder decretar la suspensión de los actos administrativos, se 

requiere no solamente realizar una confrontación de las normas invocadas como 

transgredidas, sino que también se deben estudiar las pruebas allegadas con la 

solicitud de medida cautelar.  

 

Al respecto, el Consejo de Estado ha analizado las medidas cautelares en el marco de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta las novedades que incluyó esta normativa y 

delimitando el alcance del estudio que debe realizar el Juez al momento de decidir 

sobre una solicitud de medida cautelar, así3: 

 

“Como lo destacó esta Corporación en un pronunciamiento anterior 

proferido en el marco de la nueva normatividad establecida en el CPACA 

(Ley 1437 de 2011), para la suspensión provisional se prescindió de la 

“manifiesta infracción” hasta allí vigente y se interpretó que, “la nueva 

normativa presenta una variación significativa en la regulación de esta 

figura, por cuanto la norma obliga al juez administrativo a realizar el 

análisis entre el acto y las normas invocadas como transgredidas y a 

                                                 
3 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. subsección A. Consejero 
ponente: Dr. GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN. Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de 
dos mil trece (2013). Radicación número: 11001-03-25-000-2012-00491-00(1973-12). 



 5 

estudiar las pruebas allegadas con la solicitud”5. Esta es una reforma 

sustancial, si se tiene en cuenta que ello habilita al juez a realizar un 

estudio no simplemente superficial de la solicitud de la medida sino que 

incluye la apreciación de las pruebas aportadas al efecto. Todo esto, 

lógicamente, sin incurrir en una valoración de fondo más propia de la 

fase de juzgamiento que de este primer momento del proceso; ya que, 

conforme lo estatuido por el artículo 229 CPACA en su inciso 2º, “la 

decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento”. 

 

Debe puntualizarse que en relación con la solicitud de suspensión transitoria de los 

efectos de una o varias declaraciones administrativas, no es menester analizar el 

cumplimiento de los demás requisitos señalados en los numerales 1 a 4 del citado 

canon 231 de la Ley 1437 de 2011, pues bien en su 2º inciso (siguiente al apartado 

normativo transcrito en líneas previas), al señalar el legislador que “En los demás 

casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran los siguientes 

requisitos (…)” /Se destaca/, se extrae que tales exigencias solo se deben verificar en 

relación con medidas cautelares distintas a la suspensión de los efectos de un acto 

administrativo. 

 

En este orden de exposición, dado que esta figura busca dejar en suspenso y de forma 

transitoria la presunción de legalidad del acto, previo a una decisión definitiva dentro 

del proceso respectivo y sin que el Juez deba realizar un análisis de mérito sobre el 

asunto planteado, en todo caso ha de evidenciarse la transgresión que el acto 

administrativo materializa sobre las normas invocadas. Al respecto el H. Consejo de 

Estado expuso: 

 

“…Como lo tiene decantada la jurisprudencia de esta Corporación, la 

suspensión provisional de los actos administrativos, prevista como 

medida cautelar en el artículo 231 del CPACA, fue concebida para evitar 

que las decisiones de las autoridades manifiestamente ilegales puedan 

producir o continuar produciendo efectos, mientras sobreviene el fallo de 

fondo que los retire del ordenamiento jurídico, si resultan ciertos los 

argumentos de la demanda; de igual manera, se ha precisado que la 

medida implica desvirtuar de manera transitoria y anticipada la 

presunción de legalidad que acompaña los actos de la administración, es 

decir, que se constituye como juicio previo que conduce a negar aquella 

presunción. Por lo anterior, para desvirtuar tal presunción, es imperativo 

demostrar que la trasgresión del ordenamiento surge de la sola 

descripción de lo que mandan o prohíben las normas superiores y el 

contenido del acto acusado, de cuyo cotejo debe aparecer de modo nítido, 

directo y evidente que la aplicación de este, pugna con la vigencia de la 

norma de orden superior; empero, si para verificar los supuestos que 

soportan la solicitud de suspensión provisional es necesario hacer algún 

tipo de análisis que implique elaboradas deducciones, ya no procede la 

medida cautelar pues debe privilegiarse la presunción de legalidad propia 

de los actos de la administración, lo que sin más implica que, de no ser 

evidente la violación al ordenamiento jurídico, debe reservarse su 

decisión para la sentencia de fondo, previo el estudio cuidadoso de todo 
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el acervo probatorio vertido al plenario por las partes…”4 /Resaltado y 

subrayas son del Despacho/. 

 

Y en pronunciamiento efectuado por el H. Consejo de Estado el cinco (5) de julio de 

2017 (C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa), en el proceso radicado 11001-03-

26-000- 2017-00083-00(59493), expuso el Alto Tribunal: 

 

“3.1.- Las medidas cautelares en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

3.1.1.- Los artículos 229 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 consagran 

un amplio y novedoso sistema de medidas cautelares en el procedimiento 

contencioso administrativo que son aplicables en aquellos casos en que se 

consideren “necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el 

objeto del proceso y la efectividad de la sentencia”, conforme a las notas 

del mismo artículo, de donde se infiere que la institución cautelar es una 

manifestación legislativa concreta de la garantía de efectividad del 

derecho al acceso a la administración de justicia56; comoquiera que se 

busca evitar que la duración del proceso afecte a quien que acude a la 

jurisdicción, a tal punto que para el momento de obtener una decisión 

favorable se torne en ilusorio el ejercicio del derecho reconocido, pues al 

decir de Chiovenda “la necesidad de servirse del proceso para conseguir 

la razón no debe convertirse en daño para quien tiene la razón”7 

 

3.1.2.- El anterior aserto se sustenta en que a través de la tutela cautelar 

se protege de manera provisional e inmediata una posición jurídica en 

concreto (bien sea particular o general) que es objeto de litigio ante la 

jurisdicción contenciosa administrativa y que encuentra en entredicho su 

ejercicio a plenitud en razón a la amenaza que supone, en general, la 

acción de la administración pública, bien sea a partir de una decisión, 

una acción u omisión, etc.; por citar algunas manifestaciones particulares 

del accionar de la administración. 

                                                 
4 5 H. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A; 
providencia de veintitrés (23) de julio de dos mil catorce (2014). Rad. 68001-23-33-000-2013- 0221-
01(3531-13), Consejero ponente: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. 
5 Al respecto la jurisprudencia ha sostenido que: 5.2. La Corte Constitucional ha señalado en repetidas 
oportunidades que las medidas cautelares tienen amplio sustento en el texto de la Constitución Política, 
puesto que desarrollan el principio de eficacia de la administración de justicia, son un elemento integrante 
del derecho de todas las personas a acceder a la administración de justicia y contribuyen a la igualdad 
procesal (CP arts. 13, 228 y 229). Han sido previstas como aquellos instrumentos con los cuales el 
ordenamiento protege, de manera provisional, y mientras dura el proceso, un derecho que está siendo 
controvertido dentro de ese mismo proceso, teniendo en cuenta el inevitable tiempo de duración de los 
procesos judiciales.” Corte Constitucional, Sentencia C-529 de 2009. En el mismo sentido C-490 de 2000. 
6 “4. (…) el propósito de las medidas provisionales, en los sistemas jurídicos nacionales (derecho procesal 
interno) en general, es preservar los derechos de las partes en controversia, asegurando que la ejecución 
de la sentencia de fondo no se vea obstaculizada o impedida por las acciones de aquéllas, pendente lite7. 
5. (…) en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos las medidas provisionales tienen un carácter 
no sólo cautelar, en el sentido de que preservan una situación jurídica, sino fundamentalmente tutelar, 
por cuanto protegen derechos humanos, en la medida en que buscan evitar daños irreparables a las 
personas. Siempre y cuando se reúnan los requisitos básicos de la extrema gravedad y urgencia y de la 
prevención de daños irreparables a las personas, las medidas provisionales se transforman en una 
verdadera garantía jurisdiccional de carácter preventivo7 .”. Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Resolución de 22 de septiembre de 2006. Solicitud de medidas cautelares por parte de la Comisión IDH 
respecto de la República de Colombia a favor de Mery Naranjo y otros. En el mismo sentido véase: Caso 
Del Centro Penitenciario Región Capital Yare I y Yare II (Cárcel De Yare). Medidas Provisionales. 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 30 marzo de 2006, considerando cuarto; 
Caso Del Internado Judicial De Monagas (“La Pica”). Medidas Provisionales. Resolución de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos de 13 de enero de 2006, considerando cuarto. 
7 CHIOVENDA, Giuseppe. Istituzioni di diritto processuale civile, Edit. Jovene, 1960, vol. 1. P. 147. 
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3.1.3.- Avanzando en la tipología desarrollada por el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se 

diferencia entre medidas cautelares preventivas, tendientes a operar 

como una suerte de acción impeditiva para que no se pueda consolidar 

una afectación a un derecho; conservativas que buscan mantener o 

salvaguardar un statu quo ante; anticipativas, en donde se pretende 

satisfacer por adelantado la pretensión perseguida por el demandante, 

mediante una decisión que propiamente correspondería al fallo que 

ponga fin al proceso y que se justifica en tanto que de no adoptarse se 

incurriría en un perjuicio irremediable para el actor, y de suspensión que 

corresponde a la medida tradicional en el proceso contencioso 

administrativo de privación temporal de los efectos de una decisión 

administrativa. 

 

3.1.4.- Es preciso resaltar que el Código no establece un numerus clausus 

de medidas cautelares, por el contrario, se trata de un sistema innominado 

de medidas con el que se persigue adoptar unas decisiones inmediatas de 

cualquier tipo con el fin de responder a las necesidades que demande una 

situación específica; lo que se corrobora con una revisión al artículo 230 

que establece que se puede: “ordenar que se mantenga la situación…”, 

“suspender un procedimiento o actuación administrativa…”, “suspender 

provisionalmente los efectos de un acto administrativo”; hasta llegar a 

aquellas en las cuales se permite “ordenar la adopción de una decisión 

administrativa, o la realización o demolición de una obra con el objeto de 

evitar o prevenir un perjuicio o la agravación de sus efectos” y, por 

último, “impartir ordenes o imponerle a cualquiera de las partes del 

proceso obligaciones de hacer o no hacer”. 

 

3.1.5.- Por último, el Despacho pone de presente el carácter 

decididamente autónomo de la tutela cautelar a través de las 

denominadas “medidas cautelares de urgencia”, establecidas en el 

artículo 234 del Código y con las que se procura la adopción de una 

medida provisional de manera inmediata, en donde – dada la situación de 

inminente riesgo de afectación de los derechos del interesado – se 

prescinde del trámite de notificación a la contraparte y puede ordenarse 

la misma, inclusive, de manera previa a la notificación del auto admisorio 

de la demanda (conforme al artículo 229 del Código). (…) 

 

3.1.8.- Con base en la anterior jurisprudencia, cabe comprender y 

reconocer a la institución cautelar como un procedimiento autónomo al 

proceso contencioso administrativo, de ahí, entonces, que se conciba 

como una garantía efectiva y material del acceso a la administración de 

justicia. Conforme a ello, para la procedencia de las medidas cautelares 

debe tenerse en cuenta presupuestos constitucionales, convencionales y 

legales, lo que lleva a decir que al Juez Administrativo le corresponde 

remover los obstáculos eminentemente formales que llegaren a impedir 

la adopción de estas medidas en los casos en que exista una seria y 

verdadera amenaza de vulneración de derechos, bienes o intereses 

jurídicos…” /Negrillas son del Juzgado/. 
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En este sentido, acorde a los anteriores planteamientos, procederá el Despacho a 

resolver la petición de suspensión provisional del acto administrativo acusado, 

advirtiéndose que, conforme a lo prescrito en el inciso 2° del artículo 229 de la Ley 

1437 de 2011, la decisión que sea adoptada en la presente providencia no habrá de 

implicar prejuzgamiento. 

 

EL CASO CONCRETO. 

 

En el caso objeto de análisis, la solicitud de medida cautelar consiste, como se señaló 

anteriormente, en la suspensión provisional de los efectos del acto administrativo 

OAP No. 2235 del 28 de septiembre de 2017, mediante el cual se efectúa el cambio 

de arma de artillería al cuerpo logístico con la especialidad de sanidad del señor 

WILDER RAIMUNDO BOHÓRQUEZ ANAYA. 

    

Ahora bien, al realizar una confrontación de la solicitud de suspensión del acto 

acusado y las normas que se aducen como vulneradas, que corresponden a las citadas 

en el acápite denominado “FUNDAMENTOS DE DERECHO” /Archivo PDF ‘002 demanda 

pág. 3 y siguientes – carpeta C1PRINCIPAL del expediente digital/, no puede concluirse 

en esta primigenia etapa, la transgresión de las normas invocadas, pues en el presente 

asunto, no se dan los presupuestos para determinar si efectivamente se ha 

quebrantado la normativa a la que alude el demandante, líneas atrás relacionadas. 

 

Pues si bien la entidad demandante sostiene que para el caso del señor WILDER 

RAIMUNDO BOHÓRQUEZ ANAYA, no se cumplieron los presupuestos previstos en 

el artículo 2.3.1.1.1.9 del Decreto 1070 de 2015, para el cambio de fuerza, arma, 

cuerpo y/o especialidad, como quiera que en la investigación penal adelantada por 

la presunta manipulación de los sistemas informáticos de la Nación – Ejército 

Nacional para tales efectos, se evidencia que no obra el concepto de aptitud 

psicofísica, ni su ficha médica para el cambio de arma de año 2017, y “aunado a esto, 

la entidad demandante no tiene certeza sobre el cumplimiento de los demás requisitos 

legales exigidos para el cambio de arma, esto por cuanto el funcionario, Sargento 

Segundo Jerys Eduardo Sánchez Diaz (vinculado al proceso penal), encargado del 

archivo de estos documentos manifestó mediante Oficio No. 20183052354761 de 

fecha 01 de diciembre de 2018 que se había perdido el archivo de los años 2017 y 

2018, correspondientes a soportes de cambios de arma.”. Bajo tales circunstancias, 

de las alegaciones de la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, observa 

el Despacho incertidumbre en este estadio procesal del incumplimiento por parte del 

demandado de los requisitos que sustentaron su cambio de arma. 

 

De esta manera, de la sola confrontación de las normas invocadas, no se puede arribar 

a la convicción de su violación que haga procedente la suspensión provisional de los 

efectos del acto administrativo atacado, ya que en criterio del Despacho, para 

concluir que existe una contradicción, resulta indispensable analizar en conjunto la 

normativa en que se fundamentó la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO 

NACIONAL para expedir el acto acusado frente a los cargos de nulidad aludidos por la 

parte actora, de los cuales se evidencia primigeniamente falta de certeza en el 

incumplimiento enrostrado al demandado, análisis que es propio de la decisión de 

fondo del asunto sometido a control. Cosa distinta, por supuesto, es la eventual 

nulidad que del acto enjuiciado se declare, lo cual únicamente es objeto de definición, 

se itera, en la sentencia que ponga fin a esta instancia. 
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Por tal motivo, en este momento procesal no es posible determinar la existencia o no 

de la transgresión de las normas invocadas, bajo el análisis de los elementos de juicio 

que obran hasta ahora. En este orden de ideas, debe concluirse que la solicitud de 

suspensión provisional de los actos administrativos en censura no tiene vocación de 

prosperidad, razón por la cual resulta imperativo negar la medida solicitada. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Girardot, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NIÉGASE la medida cautelar solicitada por la parte actora. 

 

SEGUNDO: SE REQUIERE a todos los sujetos procesales para que, si no lo han hecho, 

informen sus direcciones de correo electrónico personales mediante memorial 

dirigido al correo institucional jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co, debiendo 

los apoderados judiciales indicar aquella con la que se encuentran inscritos en el 

Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a lo 

prescrito en los artículos 3 del Decreto Legislativo No. 806 de 20208 y 13 del Acuerdo 

PCSJA20-11567 de 20209.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

-FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE – 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRÍGUEZ  

JUEZ 

 

 

  

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Juan Felipe Castaño Rodriguez 

                                                 
8 “Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y 
diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial 
competente, y a todos los demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del 
proceso o trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que 
realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las actuaciones y desde estos 
se surtirán todas las notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal. Es deber de los sujetos 
procesales, en desarrollo de lo previsto en el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, 
comunicar cualquier cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las notificaciones se sigan  
surtiendo válidamente en la anterior.  
Todos los sujetos procesales cumplirán los deberes constitucionales y legales para colaborar 
solidariamente con la buena marcha del servicio público de administración de justicia. La autoridad 
judicial competente adoptará las medidas necesarias para garantizar su cumplimiento.” /se destaca/. 
9 “Artículo 31.  Correos electrónicos de abogados.  Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los 
procesos judiciales o administrativos deberán suministrar la dirección de correo electrónico para 
recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados litigantes inscritos en el Registro Nacional de 
Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o actualizar su cuenta de correo 
electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a través de la Unidad de 
Registro Nacional de Abogados.” /se destaca/ 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
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